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RESUMEN 
 
La minería en el Perú a lo largo de su historia, de una u otra forma se ha visto envuelta en 
diferentes tipos de conflictos con las comunidades aledañas a su proyecto minero; dado que 
se sienten excluidas, al momento que el Estado decide otorgar el derecho de concesión 
minera. Es por este motivo, que el Estado, incluyó en el Código del Ambiente el derecho 
de participación ciudadana en temas ambientales, con la esperanza que estos conflictos 
sociales con las comunidades, se reduzcan. 
No funcionó de la forma que se esperaba, dado que, los conflictos se han incrementado y se 
han tornado violentos, porque las comunidades demandan, ya no solo a ser informadas, 
sino que desean decidir la viabilidad de los proyectos mineros, a desarrollarse en su 
entorno. 
Es por ello, que el Estado, en el año, 2011 no solo ratificó lo estipulado en el Convenio 169 
de la OIT, sino que creó el derecho de la consulta previa. Esta nueva ley trajo consigo un 
nuevo concepto: “Licencia Social”, este proyecto de investigación va a definir y establecer 
su aplicabilidad a través de las normas peruanas. 
 
Este proyecto de investigación, considera a la Licencia Social, como aquella aprobación 
tácita, otorgada por las comunidades vecinas a los proyectos mineros. Esta aceptación es 
dinámica, porque se tiene que ir renovando y afianzando, a través del diálogo continuo 
entre las comunidades y el titular minero durante todas las etapas del proyecto a 
desarrollar.  
  
  
INTRODUCCIÓN 
 
Durante los últimos años, las actividades extractivas han crecido de manera significativa 
alrededor del mundo, no siendo la excepción Perú; dado que ha sido uno de sus principales 
campos de inversión, por las empresas extranjeras. El problema está, que junto a este 
crecimiento económico se encuentra el incremento de los conflictos sociales entre los 
titulares mineros con las comunidades1 que rodean su concesión.  
Es a partir del año 1990, que el Perú experimentó diversas reformas en sus políticas de 
inversión extranjera, las cuales facilitaron y ampliaron las inversiones en el sector minero. 
Estas inversiones se produjeron dentro de un renovado marco jurídico, mucho más estricto 
en el sector minero – ambiental. 
A pesar de todas estas nuevas reformas, el Estado no pudo mejorar las relaciones entre las 
empresas mineras y las comunidades del entorno; sino por el contrario, con el pasar del 
tiempo, se han ido multiplicando estos conflictos sociales por todo el país, a tal punto, que 
actualmente el Perú cuenta con proyectos mineros “on hold”2; entre los casos más 
representativos, tenemos: Proyecto Tía María en el departamento de Arequipa (2011-2015) 
y Proyecto Conga en el departamento de Cajamarca (2012), entre otros, los cuales 
muestran un clima de fuertes discrepancias, entre los diversos actores: comunidades, 
Estado y empresas mineras. 
Lo que generan estos conflictos sociales en la actualidad en el Perú, es que las empresas 
extranjeras, titulares mineros, consideran todo un desafío entablar un diálogo con las 
comunidades, lo que impide establecer relaciones de confianza y credibilidad entre los tres 
actores: Estado, empresas mineras y población en general. Concordamos con el autor De 
Echave al afirmar que: “Esta situación es un reto para todos los actores involucrados: 
                                                 
1 Para los fines de este trabajo de investigación  cuando nos refiramos a comunidades , este término  abarcará 
tanto a las comunidades campesinas, nativas, originarias, centros poblados, es decir a los diferentes grupos de 
interés en general que se encuentren afectadas por la actividad minera; ya que el fin de esta investigación no 
es buscar la diferencia en sí, de los diferentes términos mencionados sino resaltar la importancia de su 
aprobación para que los diferentes proyectos mineros  puedan operar en el Perú. 
 
2 Es decir, se encuentra en espera de obtener la Licencia Social por parte de las comunidades vecinas al 
proyecto para poder iniciar la construcción del mismo. 
  
representantes del Estado, de la sociedad civil, del empresario y de la población en 
general”3. 
Como consecuencia de los conflictos sociales, tenemos: reducción de las inversiones 
privadas en el sector minero en el Perú; lo cual repercute en el crecimiento económico del 
Perú en general; dificultad en el proceso de inclusión social por parte del Estado peruano; 
el cual dificulta de forma más directa, el establecer un diálogo continuo entre los titulares y 
las comunidades. 
Según el autor De Echave: “Las poblaciones se han visto como una suerte de guardián de 
los ecosistemas frente a la llegada de un actor externo como es el caso de las empresas 
mineras”4, tomando en cuenta lo establecido por De Echave, las comunidades consideran 
que ellos tienen el control y manejo de los recursos naturales de su comunidad, es decir se 
creen dueñas de estos recursos., por lo que consideran que están en el derecho de decidir la 
viabilidad de los proyectos mineros a generarse en sus comunidades. 
Debido a todos estos problemas expuestos hasta el momento, es que entra a desarrollarse y 
a tener más protagonismo el concepto de Licencia Social, dejando de lado los conceptos de 
Participación Ciudadana y Consulta Previa, pero ¿Cómo se le debe entender?, ¿Cómo se 
aplica al caso práctico?, ¿Se encuentra regulado dentro de nuestro sistema jurídico 
peruano?, todas estas interrogantes serán contestadas a lo largo de esta investigación, pero 
dando un adelanto: Licencia Social se entiende por aquella autorización “tácita”, que le es 
otorgada a la empresa minera, por las diferentes comunidades afectadas directa e 
indirectamente por el proyecto minero. 
Esta investigación está orientada a definir su concepto, determinar su aplicación y 
obtención en la primera Etapa de los proyectos mineros en el Perú, es decir antes del inicio 
de operaciones. Por lo que este trabajo se va a enfocar en tres puntos principales: el primer 
punto es entender y definir el concepto de licencia social en el Perú; el segundo punto es 
determinar aquellos permisos y licencias requeridos por el Estado peruano, en esta primera 
etapa de los proyectos mineros; y en el tercer punto, es determinar cómo los titulares 
                                                 
3 J. DE ECHAVE et alii, Minería y Conflicto Social. Biblioteca Nacional del Perú, Lima, 2009, 1ª ed. p. 10 
 
4 J. DE ECHAVE et alii, Los Procesos de Diálogo y la Administración de Conflictos en Territorios de 
Comunidades: El Caso de la Mina Tintaya en el Perú, Cooperación, Lima, 2005, p. 8 
  
mineros obtienen la licencia social, a través de establecer la conexión que existe entre la 
licencia social, participación ciudadana y los permisos y autorizaciones a obtener por el 
titular minero y determinar el rol que debe tener el Estado.  
La distribución de este trabajo de investigación es de tres capítulos: en el primer capítulo se 
desarrolla los conceptos relacionados al ámbito social-ambiental: participación ciudadana, 
consulta previa y licencia social, dado que se encuentran presente en la primera etapa de un 
proyecto minero. 
Como segundo capítulo se va a desarrollar solo las autorizaciones y permisos relevantes en 
la primera etapa de un proyecto minero, entre los cuales esta: Concesión Minera, Estudio 
de Impacto Ambiental (EIA), Concesión de Beneficio y la Autorización de inicio de 
Operaciones. Entender estos conceptos es de suma importancia en nuestra investigación, 
por dos motivos: sin su obtención el titular minero no puede empezar la construcción del 
proyecto y explotación del mismo; por otro lado, nos va ayudar a determinar mejor en qué 
momento entra a tallar el concepto de Licencia Social en esta primera etapa. 
En el tercer y último capítulo, se pasará a analizar la relación que existe entre los conceptos 
desarrollados en el primer y segundo capítulo para entender mejor y demostrar a través de 
ejemplos la importancia de la licencia social en los nuevos proyectos mineros que se 
desarrollen en el Perú, y establecer el rol que debe ejercer el Estado peruano como 
participante y promotor activo del diálogo para la solución de estos conflictos sociales y no 
esperar a que estos conflictos sociales se incrementen en intensidad para propiciar el 
diálogo entre las partes involucradas. 
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ACRÓNIMOS Y ABREVIATURAS 
 
 ANA: Autoridad Nacional del Agua 
 AP: Audiencia Pública 
 DGAA: Dirección General de Asuntos Ambientales 
 DGAAM: Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros 
 DIGESA: Dirección General de Salud Ambiental 
 DGM: Dirección General de Minería 
 LGM: Ley General de Minería 
 MEM: Ministerio de Energía y Minas 
 MINAM: Ministerio del Ambiente 
 NEPA: National Environmental Pollicy Act  
 OIT: Organización Mundial del Trabajo  
 TUO: Texto único Ordenado 
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Capítulo I 
Principales Mecanismos Sociales presentes en la primera Etapa en 
los Proyectos Mineros en el Perú 
Mecanismos sociales regulados  
1. Participación Ciudadana 
El derecho de participación ciudadana fue reconocido tanto por la Constitución de 19795; 
como por la actual Constitución de 19936.  
El reconocimiento de este derecho, por las Constituciones peruanas, en especial por la que se 
encuentra vigente (1993), permitió a los legisladores implementar el derecho de participación 
ciudadana, en normas ambientales referentes al sector minero, y es por ello que, se encuentra 
regulado en la primera norma ambiental de importancia para el Perú, que fue publicada en el 
año 1990, y nos referimos al Código del Medio Ambiente y Recursos Naturales7, es a partir de 
esta norma que se estableció el marco normativo e institucional en materia ambiental y con 
ella se dio la oportunidad a la población: a que participe en la definición y aplicación de las 
políticas ambientales. 
                                                 
5 Título I, Capítulo VII - Derecho Políticos, en el artículo 64: “Los ciudadanos tienen el derecho de participar en 
los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos en comicios periódicos y de 
acuerdo con las condiciones determinadas por ley…” 
6 Título I, Capítulo III - Derecho Políticos y de los Deberes artículo 31: “Los ciudadanos tienen derecho a 
participar en los asuntos públicos mediante referéndum; iniciativa legislativa; remoción o revocación de 
autoridades y demanda de rendición de cuentas (…). Es derecho y deber de los vecinos participar en el gobierno 
municipal de su jurisdicción. La ley norma y promueve los mecanismos directos e indirectos de su 
participación…  
7Título Preliminar VI - Toda persona tiene el derecho a participar en la definición de la política y en la adopción 
de las medidas de carácter nacional, regional y local relativas al medio ambiente y a los recursos naturales. De 
igual modo, a ser informada de las medidas o actividades que puedan afectar directa o indirectamente la salud de 
las personas o de la integridad del ambiente y los recursos naturales. 
Todos están obligados a proporcionar a las autoridades las informaciones que estas requieran en el ejercicio de 
sus atribuciones para el control y vigilancia del medio ambiente. 
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En la actualidad, en casi toda la regulación referente al medio ambiente en el sector minero 
peruano, se encuentra presente el derecho de participación ciudadana, al respecto 
nombraremos las normas más resaltantes para esta investigación jurídica: 
- Ley General del Ambiente8, señala en su Artículo III, Título Preliminar, el derecho de 
toda persona a participar en la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas al 
ambiente. 
En su Artículos 46 y 47, precisa que toda persona natural o jurídica, en forma individual o 
colectiva, puede presentar opiniones, posiciones, puntos de vista, observaciones o aportes, 
en los procesos de toma de decisiones de la gestión ambiental y en las políticas y acciones 
que incidan sobre ella; así, como en su ejecución, seguimiento y control. Se debe ejercer 
este derecho en forma responsable, actuando con buena fe, transparencia y veracidad 
conforme a las reglas y procedimientos de los mecanismos formales de participación 
establecidos en la normatividad peruana. 
- Reglamento de la Participación Ciudadana en el subsector minero9, en su artículo 3, 
establece que la participación ciudadana es un proceso público, dinámico y flexible a través 
de la aplicación de variados mecanismos. Su finalidad, es poner a disposición de la 
población involucrada, información oportuna y adecuada respecto de las actividades 
mineras proyectadas o en ejecución; promover el diálogo y la construcción de consensos; 
conocer y canalizar las opiniones, posiciones, puntos de vista, observaciones o aportes 
respecto de las actividades mineras. 
- Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector Minero10, esta norma se va a 
encargar de regular la participación ciudadana en cada una de las etapas de la actividad 
minera. 
                                                 
8 Ley N°2861, Ley General del Ambiente, El Peruano del 13 de octubre de 2005, artículos III, 46 y 47. 
 
9 D.S N° 028-2008-EM, Reglamento den la Participación Ciudadana en el subsector minero, El Peruano del 26 de   
mayo de 2008, art.3.  
 
10 R.M. N° 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano del 24 
de junio de 2008. 
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- Reglamento de Consulta y Participación Ciudadana en el Procedimiento de 
Aprobación de los Estudios Ambientales en el Sector Energía y Minas11, este 
reglamento se encarga de regular la participación de las personas naturales, organizaciones 
sociales, titulares de proyectos mineros y autoridades en el procedimiento en actividades de 
información y diálogo con la población involucrada en proyectos mineros; así como en el 
procedimiento de evaluación de Estudios de Impacto Ambiental (EIA). 
- Reglamento de Participación Ciudadana en el Procedimiento de Aprobación de los 
Estudios Ambientales presentados al MEM12, es a través de esta norma que confirma el 
derecho de Participación Ciudadana como requisito, en el procedimiento de Estudio de 
Impacto Ambiental (EIA). 
Podemos precisar que, la participación ciudadana, en las normas ambientales, son espacios 
informativos; los cuales son bidireccionales, es decir, que van de los titulares de un proyecto 
minero hacia las comunidades afectadas y de las comunidades afectadas hacia los titulares de 
un proyecto minero. 
Podemos concluir este preámbulo aclarando, que está investigación no pretende redactar un 
nuevo reglamento de participación ciudadana en el subsector minero, ni considera a la licencia 
social un derecho, sino que toma este punto como base para demostrar en el tercer capítulo, la 
importancia que está adquiriendo la obtención de la licencia social en el Perú y cual sería 
nuestra solución respecto a cómo debería entenderse y a través de que normas peruanas se 
puede obtener la licencia social de parte de las comunidades del entorno directo e indirecto de 
un proyecto minero. 
                                                 
11 R.M. N° 596-2002-EM/DM, Reglamento de Consulta y Participación Ciudadana en el Procedimiento de 
aprobación de los Estudios Ambientales en el Sector Energía y Minas, El Peruano 20 de diciembre de 2002, art. 
1. 
  
12 R.M. N° 728-99-EM/VMM, Reglamento de participación ciudadana en el Procedimiento de Aprobación de los 
Estudios Ambientales presentados al MEM, El peruano 30 de diciembre de 1999, art 1. 
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1.1. Derechos y Principios 
Según el reglamento de participación ciudadana en el subsector minero13, los derechos y 
principios son los siguientes: 
La autoridad competente, los titulares mineros y las poblaciones involucradas en un 
proceso de participación ciudadana referido a la actividad minera, deberán observar en 
todas sus actuaciones las siguientes disposiciones generales: 
- Derecho a la participación – Toda persona tiene derecho a participar 
responsablemente en los procesos de toma de decisiones sobre asuntos referidos 
a la actividad minera que pudieran tener alguna incidencia sobre sus intereses 
(…). Este derecho se ejercita con buena fe, transparencia y veracidad a las reglas 
y procedimientos de los mecanismos de participación ciudadana…  
- Derecho al acceso a la información – La autoridad competente, el titular minero 
y las poblaciones involucradas, tienen derecho a solicitar, acceder o recibir 
información pública, de manera adecuada y oportuna respecto de las obras y 
actividades mineras… 
- Principio de respeto a la diversidad cultural – La autoridad competente, los 
titulares mineros y las poblaciones involucradas (…), deben actuar con respeto a 
las características y particularidades de las diversas culturas, de tal forma que se 
promueva y facilite la inclusión social.  
- Principio de no discriminación – La autoridad competente, los titulares mineros y 
las poblaciones involucradas (…), promueven la participación efectiva de toda 
persona (…), sin distinguir raza, etnia, género, religión, cultura, idioma, opinión 
                                                 
13 D.S. Nº 028-2008-EM, Reglamento de participación ciudadana en el subsector minero, El Peruano del 26 de 
mayo de 2008, art. 5. 
Este Reglamento tiene como objeto normar la participación responsable de toda persona, natural o jurídica, en 
forma individual o colectiva, en los procesos de definición, aplicación de medidas, acciones o toma de decisiones 
de la autoridad competente, relativas al desarrollo sostenible de las actividades mineras en el territorio nacional, 
en este sentido se entiende a la participación ciudadana como un proceso público, dinámico y flexible, que a 
través de la aplicación de varios mecanismos, tiene por finalidad poner a disposición de la población involucrada 
información oportuna y adecuada respecto de las actividades mineras proyectadas o en ejecución (…) promover 
el diálogo, la prevención de conflictos y la construcción de consensos. 
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política, origen nacional o social, posición económica, orientación sexual, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
- Principio de vigilancia ciudadana – Las poblaciones involucradas tienen el 
derecho de efectuar el monitoreo, control y seguimiento de las medidas, 
acciones, obligaciones y compromisos adoptados por el titular minero respecto a 
los aspectos ambientales y sociales relacionados con su actividad… 
- Principio de diálogo continuo – La autoridad competente, los titulares mineros y 
las poblaciones involucradas (…), deberán mantener el diálogo continuo a fin de 
promover y mantener un adecuado relacionamiento social. 
Según lo desarrollado - en la Guía de Participación Ciudadana en el subsector minero14 , por 
encargo del Ministerio de Energía y minas (MINEM), – en adelante Guía- ; al aplicar los 
derechos y principios, expuestos en el párrafo anterior, los titulares mineros van a poder crear 
espacios donde; todos los actores involucrados van a poder  expresar sus opiniones y así los 
titulares mineros puedan tener en cuenta, lo expresado en estos espacios, al momento de tomar 
decisiones que puedan afectar de alguna u otra manera a los diferentes grupos de interés. Estos 
espacios creados también nos van a permitir generar relaciones de confianza entre el Estado, 
titular minero y las comunidades vecinas; poniendo a disposición de la población, información 
oportuna y adecuada respecto de las actividades mineras a efectuarse.  
Por otro lado, estos respectivos derechos y principios pueden ser utilizados como herramientas 
y mecanismos para manejar de la manera más idónea las potenciales situaciones conflictivas y, 
por último, va ayudar a lograr un desarrollo sostenible a partir de una comprensión integrada 
de las múltiples facetas necesarias para desarrollar proyectos: viabilidad, técnicas de 
comunicación a emplear, aspectos financieros, ambientales y sociales de interés de las 
comunidades a tratar. 
                                                 
14 MEM, “Guía de Participación Ciudadana en el Subsector Minero”, Representaciones Generales, Lima, 2010, p. 
20. 
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1.2. Beneficios de la buena implementación de la Participación Ciudadana 
Siguiendo con lo desarrollado en la Guía15, vamos a nombrar algunos beneficios que el titular 
minero podría adquirir al realizar una buena implementación de la participación ciudadana: va 
a permitir al titular minero entender de una mejor manera a las comunidades que se encuentran 
próximas al proyecto; va a conocer la visión que las comunidades tienen del proyecto, lo cual, 
le será de utilidad al momento de mitigar riesgos; va a ayudar a determinar y controlar mejor 
los riesgos externos del  proyecto y como último, va a fortalecer en construir una base para 
futuras colaboraciones y/o asociaciones con las comunidades del entorno del proyecto minero. 
1.3. Actores que participan en el proceso de Participación Ciudadana 
Según lo establecido en la Guía16, son tres (3) los actores principales: 
1.3.1. Estado 
Es a través de sus diferentes instituciones públicas, que el Estado se encarga de hacer cumplir 
las normas vigentes, en este caso en particular; es a través de la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Mineros, en adelante DGAAM, que se va a garantizar la adecuada aplicación del 
derecho de participación ciudadana, de la siguiente forma: 
- Orientando, dirigiendo y llevando a cabo el proceso de participación ciudadana en el 
subsector minero. 
- Promoviendo la participación de otras autoridades regionales, locales o comunales, en los 
procesos de participación ciudadana. 
- Determinando y/o seleccionando en última instancia los mecanismos de participación que 
resulten más idóneos en cada caso concreto. 
1.3.2. Titular Minero 
Siguiendo lo establecido en la Guía17, sus funciones son: 
                                                 
15 Ibídem, p. 21. 
 
16 Ibídem, pp. 21 – 22. 
 
17 MEM, “Guía de Participación Ciudadana…”, cit., pp. 21-22. 
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- Proponer los mecanismos de participación que considere necesarios en las diferentes etapas 
del proyecto minero. 
- Informar a las poblaciones en coordinación con el Estado, sobre el alcance del derecho de 
concesión otorgado y las actividades que viene realizando. 
- Coordinar con la autoridad competente, cuando corresponda, para la implementación de los 
mecanismos propuestos y/o la realización de las actividades de participación ciudadana 
asumidas en las diferentes etapas del proyecto minero. 
- Sustentar mediante documentación probatoria la realización de dichos mecanismos, 
actividades y sus resultados, en las diferentes etapas del proyecto minero. 
1.3.3. Sociedad Civil 
Las formas de participación de la sociedad civil, según la Guía18, se hará de la siguiente forma: 
- Participar en forma pacífica en las actividades implementadas en el marco del proceso de 
participación ciudadana en las actividades mineras. 
- Formular y presentar aportes, comentarios u observaciones a los EIA y EIA semi-detallado 
(EIAsd) presentados al MEM para el proceso de evaluación bajo la responsabilidad de la 
autoridad competente. 
1.4. Planificación y Gestión de la Participación Ciudadana  
1.4.1. Planificación 
Dentro de esta planificación, existen algunos pasos que el titular minero debe considerar 
necesarios, entre estos pasos tenemos: 
- Marco Conceptual19 – Se refiere a identificar la etapa de desarrollo en la que se encuentra 
el proyecto, por ejemplo: el proyecto “Los cuervos” se encuentra en la primera etapa del 
proyecto. 
                                                 
18 Ibídem. 
 
19 MEM, “Guía de Participación Ciudadana…”, cit., p. 23. 
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- Requerimientos – El titular minero debe identificar dentro de las normas aplicables, 
aquellos requerimientos que debe implementar para poder dimensionar el proceso de  
participación ciudadana; y con ello, saber cuánto deberá invertir en recursos humanos y 
económicos, por ejemplo: El proyecto “Los Cuervos” por ser un proyecto de gran minería 
requiere la aprobación de un EIA semi-detallado, por lo qué, debe implementar algunos 
mecanismos que la ley indica para que sea efectivo el derecho de participación por parte de 
las comunidades; como: contratar a una empresa para la elaboración del EIA, necesita un 
grupo específico de personas de relaciones comunitarias, , necesita también un asesor legal 
que le indique que normas son aplicables y que mecanismos de participación ciudadana son 
aplicables en esta primera etapa del proyecto, entre otros. 
- Área de influencia – El titular minero debe identificar el área de influencia20 de su 
proyecto minero. Continuando con el ejemplo del proyecto” Los Cuervos” dentro del área 
de influencia de su concesión minera tiene comunidades, un río, una reserva natural y restos 
arqueológicos. 
- Grupos de interés – El titular minero deberá identificar qué tipo de comunidades son, 
cuantas son, en donde se encuentran, que características generales y especificas tienen y 
que posición tienen respecto al proyecto; siguiendo con el ejemplo del proyecto “Los 
Cuervos” el titular minero a través de su equipo de relaciones comunitarias, identificó: 3 
comunidades de influencia directa y 6 comunidades de influencia indirecta y según la 
investigación, la mayoría de las comunidades se encuentra en contra del proyecto minero; 
aparte cuenta con un río, una reserva natural.    
- Mecanismos – El titular minero deberá identificar: que mecanismos de participación 
ciudadana debe implementar para que el proceso logre sus objetivos; continuando con el 
proyecto “Los Cuervos”, el titular minero identifico los siguientes mecanismos de 
participación ciudadana: talleres, charlas informativas, comunicaciones radiales, audiencias 
públicas, panfletos, resúmenes ejecutivos, entre otros. 
                                                 
20 EL Reglamento de Participación Ciudadana (D.S. N° 028-2008-EM), define el área de influencia de un 
proyecto como el espacio geográfico sobre el que las actividades mineras ejercen algún tipo de impacto ambiental 
y/o social. 
 - 20 - 
 
1.4.2. Gestión 
Respecto a la gestión de la participación ciudadana, se han identificado tres documentos que el 
titular minero debe entregar a la autoridad competente como parte de sus obligaciones legales, 
los cuales son: 
1.4.2.1. Protocolo de Relacionamiento 
El artículo 8 del Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Minero21, nos dice 
que el protocolo, es un documento que debe contener los lineamientos, principios y políticas 
de comportamiento; que el titular minero debe adoptar durante su relación con los diferentes 
actores sociales.  
Es a través de este protocolo, que el titular minero tiene el primer acercamiento con las 
comunidades, es en este momento, donde el titular minero podría identificar tanto las 
estrategias en comunicación y difusión de información como los temas de interés relevantes. 
Este protocolo es aplicable en todas las etapas de la actividad minera. 
Según lo desarrollado en la Guía22, en este protocolo, se debe considerar tanto: costumbres, 
culturas y particularidades de las comunidades, entre los principios23 más relevantes presentes 
en el protocolo, están:  
- Actuar con respeto frente a las instituciones, autoridades, culturas y costumbres locales, 
manteniendo una relación propicia con las comunidades del área de influencia de la 
operación minera. 
- Mantener un diálogo continuo y oportuno con las autoridades regionales y locales, las 
comunidades de influencia directa e indirecta y sus organismos representativos, 
alcanzándoles información sobre sus actividades mineras. 
                                                 
21 D.S. Nº 028-2008-EM, Reglamento de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 25 de 
junio del 2008. 
 
22 MEM, “Guía de participación…”, cit., pp. 25. 
 
23 Estos principios fueron incorporados en el Reglamento de Procedimiento Mineros, Decreto Supremo No. 018-
92-EM, por el Decreto Supremo No. 42-2003-EM, art.1. 
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1.4.2.2. Plan de Participación Ciudadana 
Considerando lo desarrollado en la Guía24, este plan es el documento a través del cual, el 
titular minero propone y fundamenta a la autoridad competente, los mecanismos de 
participación ciudadana a utilizar durante la evaluación del EIA.  
Para la elaboración del plan, el titular minero debe tomar en cuenta tanto los principios 
contenidos en el Protocolo de Relacionamiento, así como los aportes, comentarios u 
observaciones de las comunidades de influencia directa e indirecta. Todos estos aportes 
deberán ser recogidos para establecer los talleres a implementarse antes de la elaboración del 
EIA y durante su evaluación. 
Lo mínimo necesario, que debe contener el Plan de Participación Ciudadana en la primera 
etapa de un proyecto minero son: 
- Antecedentes25 
- Propuesta de los mecanismos de participación a desarrollar durante el procedimiento del 
EIA. 
- Propuesta de Cronograma de Ejecución de los mecanismos de participación ciudadana 
propuestos a desarrollar durante el procedimiento de evaluación del estudio ambiental.  
                                                 
24 MEM, “Guía de participación…,” cit., pp 26 – 28. 
  
25 Considerando lo establecido en la Guía de participación ciudadana en el subsector minero (MEM,2010), 
establece que estos antecedentes deben incluir la descripción de las actividades de participación ciudadana antes 
y durante la elaboración del EIA. 
- Informar sobre los alcances que tendría el proyecto minero. 
- Marco normativo que regula la protección ambiental de su actividad. 
- Registrar de manera temprana los intereses de dicha población recabando los aportes, comentarios y 
observaciones obtenidas mediante estas actividades de participación. 
- Realización, como mínimo, de un taller participativo y otros mecanismos de participación ciudadana. 
- Informar sobre los avances y resultados en la elaboración del estudio ambiental. 
- Marco normativo que regulará la evaluación del estudio ambiental por parte de la autoridad competente. 
- Registrar los intereses de la población involucrada, los aportes, comentarios y observaciones para 
tomarlos en cuenta en la formulación del proyecto minero y para la toma de decisión de la autoridad 
competente. 
- Registrar los intereses de la población involucrada, los aportes, comentarios y observaciones para 
tomarlos en cuenta en la formulación del proyecto minero y para la toma de decisión de la autoridad 
competente. 
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1.4.2.3. Planes de Relacionamiento con las Comunidades 
Dentro de las normas del subsector minero se pueden identificar tres (3) diferentes tipos de 
planes de relacionamiento con las comunidades, los cuales son: el Plan de comunicación; Plan 
de Relacionamiento con las comunidades y/o centros poblados y Plan de relaciones 
comunitarias.  
Los dos primeros planes dependen del tipo de categoría del Proyecto, es decir: si es de 
Categoría I, II o III26, esto se encuentra regulado y especificado en la Resolución Ministerial 
Nº 168-2008-MEM/DM27; debido al enfoque que tiene esta investigación, solo se va a pasar a 
desarrollar el Plan de Relaciones comunitarias (PRC).  
1.4.2.3.1. Plan de Relaciones Comunitarias  
En la Guía de Relaciones Comunitarias, se establece que este Plan forma parte del EIA, y su 
fin, “es el de regular las relaciones entre las poblaciones y empresa y ayudar a gestionar los 
problemas sociales que enfrenta el sector con las comunidades asentadas en sus áreas de 
influencia”28.  
                                                 
26 LEY N27446 – Ley Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental y su Reglamento, El Peruano de 
23 abril del 2001, en su artículo 4, establece la categorización de los proyectos de acuerdo al riesgo ambiental, 
existen 3 categorías: 
Categoría I - Declaración de Impacto Ambiental. - Incluye aquellos proyectos cuya ejecución no origina impactos 
ambientales negativos de carácter significativo. 
Categoría II - Estudio de Impacto Ambiental Semi-detallado. - Incluye los proyectos cuya ejecución puede 
originar impactos ambientales moderados y cuyos efectos negativos pueden ser eliminados o minimizados 
mediante la adopción de medidas fácilmente aplicables. 
Los proyectos de esta categoría requerirán de un Estudio de Impacto Ambiental detallado (EIA-d). 
Categoría III - Estudio de Impacto Ambiental Detallado. - Incluye aquellos proyectos cuyas características, 
envergadura y/o localización, pueden producir impactos ambientales negativos significativos, cuantitativa 
o cualitativamente, requiriendo un análisis profundo para revisar sus impactos y proponer la estrategia de manejo 
ambiental correspondiente. 
Los proyectos de esta categoría requerirán de un Estudio de Impacto Ambiental detallado (EIA-d). 
 
27 Según establece la norma, el proyecto minero de Categoría I, debe elaborar el plan de Comunicación y el 
proyecto minero de Categoría II y III debe elaborar el plan de Relacionamiento con las comunidades y/o centros 
poblados, los requisitos del primer Plan se encuentran en el Anexo 1 de la norma en el punto VII. Plan de manejo 
ambiental, en el sub punto número dieciséis (16) y el segundo plan de encuentra en el Anexo II en el mismo 
punto VII Plan de manejo ambiental, pero en el sub punto número 19. 
 
28  MEM (DGAM), “Guía de Relaciones Comunitarias”, Asociación Prisma, Lima, 2001, p. 32 
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Por ejemplo: Dentro del EIA29 del proyecto “Las Bambas”, dentro del índice de su Resumen 
Ejecutivo EIA, en el punto 10.0 se encuentra el Plan de Relaciones Comunitarias, el cual 
detalla la forma de relacionamiento que va a tener con las comunidades.  
En conclusión, concordamos con lo expuesto en la Guía de Relaciones Comunitarias30, al 
determinar qué, para la elaboración de este Plan, el titular minero deberá tomar en cuenta los 
principios contenidos en el Protocolo de Relacionamiento, así como lo establecido en el plan 
de comunicación, si el proyecto es de categoría I, o el plan de relacionamiento con 
comunidades y/o centros poblados, si el proyecto es de categoría II. 
1.5. Mecanismos de Participación Ciudadana 
Para desarrollar este punto, se va analizar los siguientes la resolución ministerial: R.M. N° 
304-2008-MEM-DM y la Guía de Participación Ciudadana en el Subsector Minero.  
Tomando en cuenta lo establecido en la norma, existen trece (13) diferentes mecanismos de 
participación ciudadana entre obligatorios y complementarios, los cuales se utilizan en toda la 
vida del proyecto minero; es decir que se encuentran presentes en sus tres (3) diferentes 
etapas. Debido al enfoque que tiene esta investigación, no se van a desarrollar todos los 
mecanismos de participación ciudadana sino aquellos que son utilizados por el titular minero 
en la primera etapa, estos son: 
1.5.1. Mecanismos Obligatorios 
1.5.1.1. Acceso a los resúmenes ejecutivos y al contenido de los estudios ambientales 
Según lo establecido en la norma de Participación Ciudadana en el Subsector Minero: 
 
                                                 
29  GOLDER ASSOCIATES, “Estudio de Impacto Ambiental Proyecto Minero LAS BAMBAS”, MEM 14 de 
mayo 2010.  
 
30 MEM, “Guía de Participación…”, cit., p. 30. 
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Consiste en la entrega del “Resumen Ejecutivo31” del estudio ambiental, por escrito y 
en medio digital, o en cualquier otro medio (…) a las autoridades públicas, comunales 
o vecinales y a personas o entidades interesadas o que puedan facilitar su difusión, con 
la finalidad de promover el fácil entendimiento del proyecto minero y del estudio 
ambiental correspondiente, así como la revisión del texto completo de dicho estudio 
ambiental, en las sedes indicadas por la autoridad32. 
 1.5.1.2. Publicidad de avisos de participación ciudadana en medios escritos, radiales 
 La norma de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, establece lo siguiente: 
Consiste en la difusión de avisos en diarios de mayor circulación y mediante anuncios 
radiales, dando cuenta de la presentación de un estudio ambiental ante la autoridad 
competente, del plazo y lugar para la revisión del texto completo del estudio ambiental 
y para la presentación de observaciones y sugerencias. En este aviso también se 
incluyen los demás mecanismos de participación ciudadana que fueran a ser 
empleados, de ser el caso33.  
1.5.1.3. Talleres participativos 
Según la norma de Participación Ciudadana en el Subsector minero, los talleres participativos 
están “orientados a brindar información, establecer un diálogo y conocer percepciones, 
preocupaciones e intereses de la población respecto del proyecto minero, antes de la 
                                                 
31 Según lo establecido en la Guía de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, desarrollada y distribuida 
por El MEM en el 2010, se establece que entre las entidades y/o personas que podrían propiciar la difusión del 
resumen ejecutivo del proyecto minero se encuentran: 
- Organismos de los Gobiernos Regionales, Provinciales y Distritales involucrados en el proyecto minero. 
- Instituciones estatales que tienen un interés en el proyecto minero (DIGESA, ANA, MINAM) 
- Juntas Comunales, vecinales 
- Representantes de poblaciones indígenas 
- Oficina de Información Permanente, entre otros 
 
32 R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 
de junio de 2008, art. 2, inciso 2.1. 
 
33 Ibídem, art. 2 inciso 2.2. 
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elaboración del estudio ambiental, durante su elaboración, o durante la evaluación a cargo de 
la autoridad”34. 
Para que estos talleres participativos tengan éxito se requiere una coordinación previa con la 
población local y/o sus representantes, así como con la autoridad competente, este caso es la 
DGAAM para determinar, con esta, el mejor momento para realizar el taller, en el que los 
participantes tengan la posibilidad de expresar sus opiniones, preocupaciones, inquietudes, 
expectativas mediante rondas de preguntas escritas y/o orales consignadas por la autoridad 
competente y/o titular minero. 
1.5.1.4. Audiencia Pública 
Lo desarrollado en la norma de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, es lo 
siguiente: “Acto público dirigido por la autoridad competente, en el cual se presenta el Estudio 
de Impacto Ambiental (EIA) o Estudio de Impacto Ambiental semi-detallado (EIAsd) de 
proyectos de explotación y beneficio minero, registrándose los aportes, comentarios u 
observaciones de los participantes”35. 
Podemos decir que para que una audiencia pública sea exitosa, el titular minero deberá cursar 
invitación, con tiempo, a las principales autoridades del área de influencia del proyecto y a las 
organizaciones civiles, garantizando la asistencia de los mismos. Terminada la audiencia, se 
suscribe un acta que consigna el número de participantes, el desarrollo de la misma, 
incluyendo los aportes recibidos.  
Luego de realizarse la audiencia pública, el titular minero deberá remitir a la DGAAM, los 
siguientes documentos: los cargos de invitación efectuada a las autoridades y organizaciones 
civiles, las fotos y material audiovisual que registre lo acontecido. 
                                                 
34 R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 
de junio de 2008, art. 2 inciso 2.7. 
 
35 R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 
de junio de 2008, art. 2 inciso 2.8. 
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1.5.2. Mecanismos Complementarios 
Son aquellos mecanismos que van ayudar al titular minero, a poder entablar una buena 
relación con las comunidades que se encuentran en su área de influencia, y así poder obtener 
la Licencia Social. 
Los mecanismos complementarios son los siguientes: 
1.5.2.1. Visitas guiadas al área o instalaciones del proyecto 
Según lo desarrollado por la norma de Participación Ciudadana en el Subsector Minero, las 
visitas guiadas se deben realizar con personal especializado dispuesto por el titular minero, 
con o sin participación de la autoridad, a fin de mostrar las características del lugar en el que 
se desarrollará el proyecto materia del estudio ambiental; las medidas de prevención, control y 
mitigación empleadas en caso el titular haya desarrollado proyectos previos y cualquier otro 
aspecto relevante para el proceso de participación ciudadana36. 
 
Para que estas visitas sean exitosas, el titular minero debe tener claro a qué público va dirigida, 
para determinar el lenguaje a utilizar, para que los visitantes puedan entender lo expuesto de 
una manera sencilla y así cuando culmine la visita, los visitantes obtengan una idea general 
respecto: como el titular minero va a realizar el proyecto minero, que beneficios va a traer a 
las comunidades; por otro lado, las comunidades al ser invitadas a estas visitas guiadas, van a 
sentirse parte del proyecto minero a desarrollar. 
En caso que el titular minero todavía no cuente con instalaciones en el área del proyecto, una 
buena opción sería complementar estas visitas con modelos a escala de las instalaciones o 
videos tridimensionales presentados en el mismo lugar donde se desarrollará el proyecto. 
1.5.2.2. Interacción con la población involucrada a través de equipo de facilitadores 
Según la norma de Participación Ciudadana en el Subsector minero, el propósito de estos 
mecanismos de equipos de facilitadores, es de informar y recoger percepciones sobre el 
estudio ambiental a elaborar o que se viene elaborando, o que está siendo revisado por la 
                                                 
36R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 de 
junio de 2008, art. 2 inciso 2.5 
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autoridad, sobre el proyecto minero, sus posibles impactos y las medidas de prevención, 
control y mitigación a adoptarse37. 
 
Este mecanismo es muy útil, porque a través de un grupo determinado por el titular minero, se 
puede identificar aquellos temas que le preocupan a las comunidades cercanas, las 
expectativas que ellos tienen hacia el proyecto, los impactos ambientales que van a causar, los 
beneficios sociales que podrían obtener, etc. Este mecanismo es el que se va utilizar durante 
todo el proyecto a través del Área de Relaciones Comunitarias que todo proyecto minero 
cuenta, pero lo principal es que empiece bien, es decir que el equipo que lo conforma tenga 
claro cuál es su propósito y lo ejecute de una manera legal, comprometida, transparente y 
honesta. 
En otras palabras, esta área de Relaciones Comunitarias va a ser la responsable de mantener 
vigente la Licencia Social durante todo el proyecto minero.  
1.5.2.3. Presentación de aportes, comentarios u observaciones  
Según lo establecido en la norma de Participación Ciudadana en el Subsector Minero: 
“consiste en facilitar el ejercicio del derecho a la participación mediante la presentación de 
aportes, comentarios u observaciones ante la autoridad competente en el plazo establecido en 
el marco normativo aplicable.38”. 
Se refiere a la presentación por parte de la población de sus aportes, comentarios u 
observaciones, estos aportes pueden presentarse en las tres diferentes etapas de un proyecto 
minero, pero como nuestra investigación se centra en la primera etapa, entonces estos aportes 
serian sobre el contenido del EIA o EIAsd de un proyecto minero. 
1.5.2.4. Mesa de diálogo 
Según lo establecido en la norma de Participación Ciudadana en el Subsector minero: 
                                                 
37 R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 
de junio de 2008art. 2 inciso 2.6. 
 
38R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 de 
junio de 2008art. 2 inciso 2.9. 
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Espacio permanente o temporal de interacción entre los representantes acreditados de 
la población involucrada, de la sociedad civil organizada, de los titulares mineros y las 
autoridades locales, regionales o nacionales con competencias, en el que se aborda 
determinados asuntos ambientales o socio ambientales relacionados al proyecto 
minero, a fin de construir consensos y establecer acuerdos. Es la autoridad competente, 
en representación del Estado, quien promueve la conformación de la Mesa de Diálogo 
en coordinación con las autoridades regionales o locales con competencias en minería 
o medio ambiente39.  
El facilitador del proceso es el MEM, la mesa de diálogo debe tener un reglamento en el cual 
se incluyan: objetivos, principios, sede, miembros, órganos, cronograma de sesiones y normas 
éticas, este mecanismo puede ser utilizado en cualquier momento, por ejemplo, se instaló una 
mesa de diálogo para la ampliación del Proyecto Antapaccay – Tintaya40. 
1.2. Ley de Consulta Previa 
1.2.1. Antecedentes 
La aprobación de la Ley de Consulta Previa41, se da en cumplimiento a la suscripción y 
ratificación por parte del Estado Peruano al Convenio 16942 sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes de la OIT, en adelante Convenio 169. 
                                                 
39R.M. Nº 304-2008-MEM-DM, Proceso de Participación Ciudadana en el subsector Minero, El Peruano de 24 de 
junio de 2008, art. 2, inciso 2.13. 
 
40 PCM, R. M. N° 164-2012-PCM - Formalizan conformación del Grupo de Trabajo denominado "Mesa de 
Diálogo para solucionar la problemática socio-ambiental existente en la provincia de Espinar". El Peruano de 11 
de julio del 2012. 
 
41 Ante la ausencia de una ley que regule la implementación del Convenio 169 de la OIT, el Tribunal 
Constitucional ha tenido que dar ciertas pautas sobre el procedimiento de consulta en el marco de las actividades 
de minería y energía, a fin de ordenar al Ministerio de Energía y Minas a reglamentar el proceso de consulta 
previa en su sector. Sentencia del Tribunal Constitucional: EXP.N°05427-2009-PC/TC presentado por la 
Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana (AIDESEP). 
 
42 El Convenio 169 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes, es un tratado internacional adoptado en Ginebra, el 27 de junio de 1989, aprobado por el 
Perú en 1993 a través de la Resolución Legislativa 26253; entro en vigencia en el Estado peruano en 1995. 
El convenio 169; dicho Convenio regula materia relacionada con la costumbre y derecho consuetudinario de los 
pueblos originarios, establece ciertos principios acerca del uso y transferencia de las tierras indígenas y recursos 
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En el Convenio 16943, establece que se deben consultar a los pueblos interesados, a través de 
sus representantes, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente; está consulta debe efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 
medidas propuestas. 
Respecto a la consulta previa, en los proyectos de explotación de los recursos naturales que 
pudieran perjudicar a los pueblos indígenas, el Convenio 169 establece: 
En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en la tierra, los gobiernos 
deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y 
en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o 
explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades y 
percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como 
resultado de esas actividades44. 
Considerando los antecedentes de la ley de consulta previa, pasaremos analizar el artículo que 
más importa a esta investigación, se define al derecho de consulta, como: “El derecho de los 
pueblos indígenas u originarios a ser consultados de forma previa…”45; el problema se da 
porque el término “pueblos indígenas u originarios” es muy limitativo, debido a que, la ley 
establece que solo estos pueblos pueden ejercer el derecho de consulta previa, dejando de lado 
a las comunidades campesinas, centros poblados o cualquier grupo de interés que de una u otra 
manera se pudiera ver afectados por el proyecto minero a desarrollar. 
                                                                                                                                                         
naturales, junto con su traslado o relocalización. Finalmente, se refiere a la conservación de su cultura y a las 
medidas que permitan garantizar una educación en todos los niveles, entre otras materias. 
 
43 OIT, Convenio 169, art. 6, incisos 1 - 2. 
 
44 OIT, Convenio 169, art. 15 inciso 2. 
 
45 Ley Nª 29785, Ley de Consulta Previa, El Peruano de 07 de setiembre de 2011, art. 2 
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1.2.2. Principios 
Según la ley de consulta previa46, los principios que rigen el derecho de consulta previa son: 
1.2.2.1. Oportunidad 
La ley 29785 Ley de Consulta previa, establece que este proceso de consulta se realiza de 
forma previa a la adopción de la medida legislativa o administrativa a ser adoptada por las 
entidades estatales, tal como se establece en la sentencia del tribunal constitucional: 
 
… la idea esencial de la inclusión de los pueblos indígenas en la discusión del proyecto 
de la medida administrativa o legislativa, es que puedan plantear sus perspectivas 
culturales, con la finalidad de que puedan ser tomadas en cuenta. La consulta es una 
expectativa de poder, de la influencia en la elaboración de medidas que van a tener un 
impacto directo en la situación jurídica de los pueblos indígenas. Trasladar esta 
consulta en un momento o posterior a la publicación de la medida eliminaría dicha 
expectativa de la intervención subyacente en la consulta. Además, generaría que la 
consulta se lleve a cabo sobre los hechos consumados, pudiendo revelarse con esto una 
ausencia de buena fe…En todo caso, las condiciones de los hechos pueden determinar 
ciertas excepciones, aunque estas siempre serán revisadas bajo un examen estricto de 
constitucionalidad debido a la sospecha que tales situaciones generan.47. 
2.2.2. Interculturalidad  
La ley de consulta previa establece que: “el proceso de consulta se desarrolla reconociendo, 
respetando y adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo al 
reconocimiento y valor de cada una de ellas”48. 
                                                 
46 Ley Nª 29785, Ley de Consulta Previa, El Peruano de 07 de setiembre de 2011, art. 4. 
 
47 STC Exp. Nº 0022-2009-PI/TC del 09 de junio de 2010, FF.JJ. 36. 
 
48  Ley 29785…, cit., art. 4, inciso b.  
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2.2.3. Buena fe 
Este principio es uno de los más importantes, cuando hablamos de relaciones interpersonales, 
porque genera confianza entre los diferentes actores involucrados en el derecho de consulta 
previa, estamos de acuerdo con el concepto establecido en la sentencia del poder judicial, el 
cual establece lo siguiente:  
 
El principio de buena fe conforma el núcleo esencial del derecho de consulta (…), debe 
ser comprendido como aquel que busca evitar actitudes o conductas que pretendan la 
evasión de lo acordado (...). Este principio debe verse concretado en las tres etapas 
elementales en que puede estructurarse el proceso de consulta: 1) determinación de la 
afectación directa, 2) la consulta en sentido estricto, y 3) la implementación de la 
medida49.  
2.2.4. Flexibilidad 
Tomando en consideración lo establecido en la ley de consulta previa50, este proceso debe 
llevarse a través de procedimientos apropiados al tipo de consulta que se va a realizar, así 
como tomando en cuenta las circunstancias y características especiales de los pueblos 
indígenas u originarios involucrados en un proceso de consulta determinado. 
2.2.5. Plazo razonable 
Consideramos que este principio es fundamental, la ley de consulta previa51, este principio da 
plazos razonables a las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos indígenas 
para que puedan conocer, reflexionar y realizar propuestas concretas sobre el objeto de 
consulta. 
                                                 
49 STC Exp. Nº 0022-2009-PI/TC del 09 de junio de 2010, F.J. 27 
 
50 Ley 29785…, cit, art. 4, inciso d. 
 
51 Ley 29785…, cit., art. 4 inciso e. 
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2.2.6. Ausencia de coacción o condicionamiento 
La ley de consulta previa52 establece respecto a este principio que la participación de los 
pueblos indígenas u originarios debe ser sin coacción o condicionamiento alguno. 
2.2.7. Información oportuna 
Respecto a este principio, la ley de consulta previa53 establece que por un lado el Estado está 
obligado a brindar toda la información necesaria desde el inicio del proceso de consulta y con 
anticipación para que los pueblos indígenas u originarios se encuentren debidamente 
informados y puedan manifestar su punto de vista, respecto a temas específicos. 
2.3. Sujetos 
Dentro de la ley de consulta previa54 29785, podemos determinar que en este proceso de 
Consulta existen solo dos sujetos que interactúan entre si y estos son: los pueblos indígenas u 
originarios (son los titulares) y el Estado, el cual es el encargado de iniciar el proceso de  
diálogo en un ámbito de respeto, buena fe y transparencia. 
2.4. Etapas del Proceso de Consulta 
Las etapas mínimas que deben cumplir las entidades estatales, desarrolladas en la ley de 
consulta previa55, son: 
- Identificar la medida legislativa o administrativa que será objeto de consulta. 
- Luego se pasará a identificar los pueblos indígenas u originarios a ser consultados.56 
                                                 
52 Ley 29785…, cit., art. 4 inciso f. 
 
53 Ley 29785…, cit., art. 4 inciso g. 
 
54 Ley Nª 29785, Ley de Consulta Previa, El Peruano de 07 de setiembre de 2011, Título Preliminar II. 
 
55 Ley N 29785…cit., art. 8. 
 
56  Para identificar a los pueblos indígenas u originarios se tomará en cuenta tanto los criterios objetivos y 
subjetivos los cuales se encuentran detallados en la Ley 29785 en su artículo 7, los criterios objetivos son: 
- Descendencia directa de las poblaciones originarias del territorio nacional. 
- Estilos de vida y vínculos espirituales e históricos con el territorio que tradicionalmente usan u ocupan. 
- Instituciones sociales y costumbres propias. 
- Patrones culturales y modo de vida distintos a los de otros sectores de la población nacional. 
Como criterios subjetivos se encuentra relacionado con la conciencia de poseer una identidad indígena u 
originaria.  
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- Se debe Publicar e informar de forma adecuada la medida legislativa o administrativa sujeta 
a consulta, a los pueblos indígenas u originarios57. 
- Las organizaciones de los pueblos indígenas u originarios harán una evaluación interna 
respecto de las medidas legislativas o administrativas que les afecten directamente, es decir 
contarán con un plazo razonable para realizar un análisis interno respecto a la relación entre 
su contenido y la afectación de sus derechos colectivos. 
- Es un proceso de diálogo intercultural, la ley de consulta previa58 establece que este diálogo 
se basará en establecer fundamentos de la medida legislativa o administrativa, sus posibles 
consecuencias respecto a los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios y 
las recomendaciones y sugerencias que los pueblos indígenas u originarios aporten, todo 
esto debe quedar redactado en un acta  
- Decisión final, La ley de consulta previa59 establece dos puntos importantes, el primero es 
que la decisión final sobre la aprobación de la medida corresponde a la entidad Estatal 
competente y como segundo punto importantes que los acuerdos llegados en el proceso de 
consulta son de carácter obligatorio, para ambas partes y estos acuerdos son exigibles en 
sede administrativa y/o judicial. 
Al analizar la ley de consulta previa, nos damos cuenta que no hace referencia al proceso de 
consulta respecto a los recursos naturales; posteriormente, es en su Reglamento, el cual fue 
aprobado en el 2012, donde se hace referencia la consulta respecto a los recursos naturales: 
“…es obligación del Estado consultar a los pueblos indígenas que podrían verse afectados sus 
derechos colectivos…”60. Pero sigue sin existir algún procedimiento determinado en caso 
exista dicho conflicto de interés y como sería la dinámica establecida involucrando al titular 
                                                                                                                                                         
 
57  Respecto a la publicidad, en el artículo 11 del a ley 29785, establece que “…debe ser a través de métodos y 
procedimientos culturalmente adecuados tomando en cuenta la geografía y el ambiente en que habitan.” Respecto 
a la información, en el artículo 12 de la Ley 29785 establece que es obligación de las entidades estatales brindar 
la información con la debida anticipación sobre los motivos, implicancias, impactos y consecuencias de la 
medida legislativa o administrativa a consultar. 
 
58 Ley N 29785…cit., art. 14. 
 
59 Ley N 29785…cit., art.15 
 
60  D.S. Nº 001-2012-MC, Reglamento de la Consulta Previa, El peruano de 03 de abril de 2012, art 6. 
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minero; dado que como se ha visto, la participación del titular minero es tan importante como 
la participación del Estado y las comunidades nativas u originarias a consultar. 
Como podemos apreciar, el alcance del derecho de consulta previa como ya se mencionó 
anteriormente en esta investigación, lo consideramos muy limitativo en cuanto quienes pueden 
ejercer este derecho; los cuales como ya se ha visto solo son las comunidades nativas u 
originarias cuando consideran que sus derechos colectivos van a verse afectados de una u otra 
manera por el proyecto minero a ejecutar, dejando de lado a las comunidades campesinas, 
centros poblados y población en general, otra limitación es que los titulares mineros no 
participan de este proceso, ya que como se menciona en la ley y/o su reglamento. Los actores 
son: el Estado y los pueblos indígenas u originarios; 
Después de haber analizado la ley de consulta previa y su reglamento, podemos determinar 
que el fin que persigue este derecho minero no es la finalidad que persigue la licencia social; 
la consulta previa persigue que se haga respetar los derechos colectivos de las comunidades 
nativas u originarias afectadas, en cambio el fin que persigue la licencia social es iniciar y 
mantener a través del diálogo, una buena relación con las comunidades vecinas de su entorno 
durante la vida del proyecto minero a ejecutar, como se va a mencionar posteriormente ,es  
establecer la política del buen vecino.  
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Mecanismos sociales no regulados: Licencia Social  
Partimos con la premisa que la licencia social no es un derecho per se, por lo que, no se 
encuentra regulado por la Constitución del Perú, ni por ninguna norma legal, ya sea ley, 
decreto, tratado, etc.; es decir, no se encuentra recogido este término como derecho en ninguna 
de las normas peruanas, a diferencia de la participación ciudadana y consulta previa, que si 
son derechos reconocidos por las normas peruanas como ya lo hemos visto en la primera parte 
de este capítulo; entonces al no ser un derecho ¿Por qué es tan importante este término al 
momento de empezar un proyecto minero?.  
1. Definición y Características 
El autor Espinal de la Cruz define a la licencia social como: “la aprobación que da una 
determinada comunidad a la forma como una persona natural o jurídica desarrolla su actividad 
extractiva, a diferencia de las licencias otorgadas por el Estado, está no se rige por ningún 
documento, ni su logro se refleja en alguna constancia”61.  
Al hablar de comunidad y red de grupos de interés, implica que la Licencia no es otorgada 
solamente por un grupo u organización, sino, por una red de grupos de individuos. 
Por otro lado, las características de la licencia social según el autor Lama62, desarrolladas en 
su tesis Master Europeo en Gerencia y Administración, son las siguientes: 
- Se debe determinar el ámbito geográfico. 
- Es otorgada por las comunidades y los diferentes grupos de interés que se consideren 
afectados de alguna manera. 
- Es individual, con esto quiero decir que una misma empresa minera puede tener licencia 
social para el proyecto “x”, pero no para el proyecto “y”. 
                                                 
61 A. ESPINAL DE LA CRUZ, “Gestión Pública y Consulta Previa: Némesis de la ¨Licencia Social¨”. Gestión 
Pública y Desarrollo. Nº 1, (2011) p. 1.  
62 L. LAMA, “La Paradoja de la Licencia Social”. Tesis Master Europeo en Gerencia y Administración, PUCP, 
Lima, 2007, p. 38. 
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- Esta licencia social se encuentra presente durante toda la vida del proyecto minero y no se 
encuentra presente de forma escrita sino, se refleja en la relación que mantienen las 
empresas mineras y las comunidades y los diferentes grupos de interés que forman parte de 
la zona de influencia directa e indirecta. 
- Los temas que engloba el otorgamiento de la licencia social no solo son impactos 
ambientales sino también: sociales, económicos, desarrollo, capacidad humana, etc. 
- Las empresas deben entender a la Licencia Social como el compromiso de la empresa 
minera a tomar en cuenta las expectativas sociales, económicas y evitar aquellas prácticas 
que su entrono considere como inaceptables.   
Se puede entender qué, en el Perú, los titulares mineros no solo requieren de la aprobación del 
Estado, a través de sus diferentes instituciones, para que su proyecto minero pueda empezar a 
operar, sino que aparte requieren de esa aprobación “tacita” de las comunidades vecinas al 
proyecto minero, de no ser el caso, como se va a ver en el capítulo tercero, la ejecución de su 
proyecto podría no realizarse. 
2. Componentes 
Según el autor Thomson63, considera que los componentes de la licencia social son tres: 
legitimidad; credibilidad y confianza plena. Tal como lo establece Thomson, estos 
componentes son consecuentes, puesto que no puede existir credibilidad en una comunidad 
respecto a un proyecto minero si este no se encuentra determinado, por otro lado, tanto la 
legitimidad y la credibilidad deben estar presentes antes de que se pueda desarrollar una 
confianza significativa entre los titulares del proyecto y las comunidades de influencia directa 
e indirecta. 
3. Fases de obtención de la Licencia Social 
El autor Thomson64, establece que existen cuatro niveles, para la obtención de la licencia 
social, en los cuales se puede ubicar el trato que existe entre las comunidades y los titulares de 
                                                 
63 I. THOMSON, La Licencia Social para Operar, USA, 2011, P. 6. Consultada el día 10 de setiembre 2012. 
Disponible en: http://www.stakeholder360.com/La_Licencia_Social_SME_capitulo_2011_español.pdf 
64 Ibídem, pp- 13 - 19 
 - 37 - 
 
una concesión minera, respecto a un proyecto minero a ejecutar en un espacio geográfico 
determinado. 
3.1. Nivel de retención o retirada 
El nivel de rechazo de una licencia social, es el peor escenario posible, esto se da cuando la 
comunidad no otorga ningún nivel de licencia social para proceder, como ejemplos tenemos, 
el caso del proyecto Conga en Cajamarca y Tía María en Arequipa. 
Dentro de este nivel encontramos el criterio de frontera de legitimidad, la cual nos dice que la 
forma como una compañía minera gane legitimidad, es divulgando información acerca de 
quién es, qué hace, escucha las preocupaciones de la comunidad y sigue las normas, 
costumbres y prácticas locales, oficiales y no oficiales. 
La omisión de involucrar a todos los segmentos de la comunidad (jóvenes, viejos, hombres, 
mujeres, etc.), informarlos y solicitar la opinión de los mismos, es a menudo vista como 
evidencia de ilegitimidad por los actores excluidos. 
3.2. Nivel de aceptación 
Cuando una compañía cuenta con legitimidad, la respuesta de la comunidad es considerar sus 
propuestas. Esto constituye el nivel de aceptación de la licencia social, el cual es el objeto de 
cualquier titular minero en el Perú. 
Dentro de este nivel se tiene el criterio de la frontera de credibilidad, el cual se basa en la 
confianza. Esta credibilidad ganada por los titulares mineros proviene de la apertura y 
transparencia en la provisión de información y toma de decisiones y en la capacidad de 
respuesta de la compañía a las preocupaciones y pedidos de las comunidades; reduciendo el 
riesgo de sentimientos de discriminación o marginación. 
El autor Thomson sostiene: “Establecer credibilidad comprende el ciclo de (a) escuchar a la 
comunidad, (b) responder con información y propuestas y (c) implementar las propuestas 
aprobadas.”65 
                                                 
65 Ibídem. 
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3.3. Nivel de Aprobación 
Es decir que la compañía al haber establecido tanto la legitimidad como la credibilidad, es 
probable que la comunidad le otorgue la aprobación al proyecto, es decir la compañía minera 
habría asegurado el acceso a los recursos que necesita. 
Este nivel de licencia social representa la ausencia de riesgo socio – político, en este punto se 
encuentra presente el criterio de la frontera de confianza total, es decir, obtener por parte de las 
comunidades una confianza más amplia y profunda. 
A fin de obtener la confianza absoluta, una compañía minera tiene que ir más allá que solo 
cumplir con sus promesas, por ejemplo: Antapaccay tiene un convenio Marco con la Provincia 
de Espinar, para determinar qué proyectos necesita la Provincia para poder desarrollarse, este 
Convenio Marco, va más allá de lo establecido por las normas socio – ambientales reguladas 
por el Estado peruano, podría decirse que el Convenio Marco nace del concepto de 
Responsabilidad Social Empresarial66 que tiene el titular minero, porque el fin que persigue 
dicho Convenio es la creación de proyectos que sean viables en el tiempo.  
3.4. Nivel de Copropiedad 
El nivel de copropiedad se refiere a cuando la comunidad percibe que la compañía minera es 
totalmente confiable, toma responsabilidad por el éxito del proyecto minero, psicológicamente 
hablando, ambas partes llegan a ver a este nivel como un arreglo de “copropiedad”. Los 
límites de la responsabilidad de cada parte son claros, como también los criterios de la 
decisión final. 
El objetivo de este primer capítulo era definir y enmarcar los alcances y fines que persiguen 
tanto: licencia social, consulta previa y participación ciudadana, para luego establecer en cada 
caso concreto si tienen o no algún tipo de relación entre ellas, basándonos en los fines que 
persiguen, su viabilidad en el tiempo, los actores involucrados y como es que interactúan con 
                                                 
66 No es el fin de esta investigación jurídica ahondar con el concepto de Responsabilidad Social Empresarial, por 
lo tanto, solo estableceremos el concepto de la misma. La Asociación Española de Contabilidad y Administración 
de Empresas -AECA- la cual define a la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) de la siguiente manera: “Es 
el compromiso voluntario de las empresas con el desarrollo de la sociedad y la preservación hacia las personas y 
grupos sociales con quienes interactúa”.  
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las autorizaciones requeridas por el titular minero en esta primera etapa del proyecto minero a 
desarrollar. 
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Capítulo II 
Derechos y autorizaciones requeridas por el Estado peruano en la 
primera etapa de un proyecto minero 
 
En este segundo capítulo, se va a identificar y definir aquellos permisos relevantes para esta 
investigación jurídica respecto a la primera etapa de un proyecto minero en el Perú. Estos 
permisos requieren de aprobación por parte del Estado Peruano, para poder dar inicio a la 
construcción y posteriormente a la operación de la concesión minera.  
Dentro de la lista de autorizaciones a utilizar, los requeridos de ser tomados en cuenta en esta 
investigación, son: concesión minera, Estudio de Impacto Ambiental (EIA), concesión de 
beneficio y autorización de inicio de explotación. 
1. Concesión Minera  
Las concesiones mineras son solicitadas por el titular minero cuando se encuentra un 
yacimiento minero. Para el autor García un yacimiento minero es: “un depósito donde 
naturalmente se hallan los minerales”67.  
Dentro de los alcances del Artículo 66 en la Constitución Política del Perú de 1993, se 
encuentra regulado el término “yacimientos”, dicho artículo establece que, los yacimientos 
pertenecen al dominio público del Estado, pero no se le puede calificar de uso público, porque 
su utilización y explotación no es libre, requiere de la previa autorización del Estado, que en la 
minería solo se da a través de la concesión, inclusive para el propio Estado. 
Dentro de las definiciones de concesión minera, concordamos con el autor Belaunde, 
considera a la concesión minera desde un sentido amplio; un acto jurídico administrativo 
expedido por la autoridad minera competente la cual requiere de una petición, sujeta a un 
proceso ineludible y sujeto a informes técnicos y jurídicos. Por otro lado, el autor Belaunde en 
                                                 
67 G. GARCÍA, Derecho de minería. Material de enseñanza, San Marcos, Lima, 1965, pp. 11.- 13 
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su definición confirma que, el otorgamiento de una concesión minera es un acto unilateral por 
parte del Estado, como una manifestación de su soberanía para la explotación de los recursos 
naturales que le pertenece, en representación de la Nación.68 
Dentro de la normativa peruana, se encuentra definido el concepto de concesión minera en la 
Ley General de Minería, dicha ley la define de la siguiente manera: “…la concesión minera 
otorga a su titular el derecho a la exploración y explotación de los recursos minerales 
concedidos, que se encuentren dentro de un sólido de profundidad indefinida (…). La 
concesión minera es un inmueble distinto y separado al predio donde se encuentra ubicada.” 69  
Considerando lo establecido en la ley General de Minería, la concesión minera posee ciertas 
características, la principal es el otorgamiento del derecho a explorar y explotar un yacimiento 
minero, este derecho es otorgado por el Estado, al ser el representante de la Nación peruana. 
1.1. Propiedad de los recursos naturales 
Según lo establecido en la Constitución del Perú, de 1993. En su artículo 66: “Los recursos 
renovables y no renovables, son patrimonio de la nación. El Estado es soberano en su 
aprovechamiento.”  
En concordancia con lo expuesto en el artículo 66 de la Constitución de 1993, el Código Civil 
determina que: “…la propiedad del suelo no comprende los recursos naturales, los 
yacimientos, los restos arqueológicos ni otros bienes regidos por leyes especiales”70. 
Tomando en cuenta lo desarrollado tanto en la Constitución de 1993 como en el Código Civil 
peruano, el Estado, al representar a la nación, es el encargado de otorgar el derecho de 
aprovechamiento de los recursos renovables o no renovables Por ejemplo: Pepe es propietario 
de un terrero A, y en el subsuelo existe un yacimiento de cobre, Pepe no puede explotar el 
yacimiento porque no es propietario del mismo, este recurso no renovable es patrimonio de la 
nación, y el único que puede autorizar su explotación es el Estado. 
                                                 
68 M. BELAUNDE, Derecho Minero y Concesión. San marcos, Lima, 2011, pp.56 - 70. 
69 D.S. Nº -14-1992-EM, El Peruano de 14 de junio de 1992, art. 9. 
70 D. L. Nº 295, Código Civil, El Peruano de 25 de julio de 1984, art. 954  
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Por lo tanto, se puede concluir que el Estado es el único que puede determinar si el titular 
minero solicitante, va a explotar un yacimiento minero en el Perú. 
1.2. Propiedad – Territorio 
La Ley General de Minería entiende a la concesión minera de la siguiente manera: “La 
concesión minera es un inmueble distinto y separado al predio donde se encuentra ubicada” 71, 
es decir que el derecho que otorga la concesión minera es al yacimiento minero, más no quiere 
decir que el derecho de concesión minera otorgue al titular minero algún derecho sobre el 
predio en sí, en caso existan algunos predios dentro de la concesión minera; el titular minero 
va a tener que negociar aparte el tema de compra de los predios con sus dueños. 
2. Estudio de Impacto Ambiental (EIA) 
2.1. Definición  
El autor Espinoza, define a los Estudios de Impacto Ambiental, como un conjunto de análisis 
técnico–científicos, sistemáticos, interrelacionados entre sí, cuyo objetivo es el de comparar 
las situaciones y/o dinámicas ambientales previas y posteriores a la ejecución de una acción 
humana. Para ello, se va a comparar la situación ambiental existente con aquella que se espera 
generar como consecuencia de la acción. A través de esta simulación se evalúan tanto los 
impactos directos como indirectos72. 
La definición establecida por el Reglamento sobre protección del medio ambiente, en su Título 
Décimo Quinto del TUO, considera al EIA como: 
Estudios que deben efectuarse en proyectos para la realización de actividades en concesiones 
mineras, de beneficio […] deben evaluar y describir los aspectos físico-naturales, biológicos, 
socio-económicos y culturales en el área de influencia del proyecto, con la finalidad de 
determinar las condiciones existentes y capacidades del medio, analizar la naturaleza, 
                                                 
71  D.S. Nº 014 – 92-EM, Ley General de Minería, El Peruano de 03 de junio de 1992, art 9. 
 
72 G. ESPINOZA, Fundamentos de Evaluación de Impacto Ambiental. Santiago, 2001, p. 81. Consultado el 01 de 
setiembre de 2013. 
<http://www.jfhcs.unp.edu.ar/catedras/Impacto_Ambiental/Impacto_Ambiental/Textos/Fundamentos%20EIA.pd
f> 
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magnitud y prever los efectos y consecuencias de la realización del proyecto, indicando 
medidas de previsión y control a aplicar para lograr un desarrollo armónico entre las 
operaciones de la industria minera y el medio ambiente73. 
2.2. Contenido de los EIA 
Según lo desarrollado en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental74 (en adelante 
SEIA), el EIA deben contener como mínimo: 
- Una descripción de la acción propuesta y los antecedentes de su área de influencia; 
- La identificación y caracterización de las implicaciones y los impactos ambientales 
negativos, según corresponda, en todas las fases y durante todo el período de duración del 
proyecto minero.  
- La estrategia de manejo ambiental o la definición de metas ambientales incluyendo, según 
el caso, el plan de manejo, el plan de contingencias, el plan de compensación y el plan de 
abandono o cierre; 
- El plan de participación ciudadana de parte del mismo proponente; 
- Los planes de seguimiento, vigilancia y control; 
- La valorización económica del impacto ambiental; 
- Un resumen ejecutivo de fácil comprensión;  
2.3. Difusión y Participación 
Respecto a la difusión, encontramos tanto instancias formales como no formales, la diferencia 
está, en que las formales requieren incluir a las comunidades tanto en el proceso de 
tramitación de las solicitudes de estudio de impacto ambiental,  como en el acceso de la 
información y la difusión del EIA, mientras que las no formales son todas aquellas actividades 
adicionales que realiza el titular minero para poder incorporar estas en el estudio de impacto 
ambiental, tanto las formales como las no formales requieren de los  mecanismos  de 
                                                 
73 D.S. Nº 016-1993-EM, Reglamento sobre protección del medio ambiente, EL Peruano de 01 de mayo de 1993, 
art. 2. 
 
74 Ley Nª 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, El Peruano de 23 de abril de 
2001, art. 10. 
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participación ciudadana, para poder obtener la percepción y la opinión de las  comunidades 
consideradas de influencia directa e indirecta al proyecto minero a desarrollar. 
2.4. El Rol de la participación ciudadana en los EIA’s 
 El Reglamento de la Ley SEIA, define al rol de la participación ciudadana como: 
…un proceso dinámico, flexible e inclusivo, que se sustenta en la aplicación de 
múltiples modalidades y mecanismos orientados al intercambio amplio de información, 
la consulta, el diálogo, la construcción de consensos, la mejora de proyectos y las 
decisiones en general, para contribuir al diseño y desarrollo responsable y sostenible de 
los proyectos de inversión, así como de las políticas, planes y programas de las 
entidades del sector público. 
El proceso de participación ciudadana es aplicable en todas las etapas del proceso de 
evaluación de impacto ambiental…75 
  
Como ya se desarrolló, es a través de los mecanismos de participación ciudadana; que el titular 
minero puede difundir la información y generar espacios para que las comunidades formulen 
opiniones, observaciones, comentarios y brinden aportes orientados a mejorar los procesos de 
toma de decisiones respecto a los temas socio-ambientales. 
El reglamento de la Ley SEIA76, establece que los mecanismos de participación ciudadana, 
deben ser conducidos responsablemente y de buena fe, a efecto de propiciar decisiones 
basadas en el legítimo interés del titular, en el interés público, la calidad de vida de los 
pobladores y el desarrollo sostenible. 
                                                 
75 D.S. Nº 019-2009-MINAM, Reglamento de la ley del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
El Peruano de 25 de setiembre de 2009, art. 68. 
 
76 Ibídem, art. 70.  
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2.5. Carácter Público de la información 
El reglamento de la Ley SEIA77, establece: “toda documentación incluida en el expediente 
administrativo de evaluación de impacto ambiental es de carácter público, a excepción de la 
información expresamente declarada como secreta, reservada o confidencial…”. 
3. Concesión de Beneficio 
La ley General de Minería78 establece que la concesión de beneficio le otorga a su titular el 
derecho real de extraer o concentrar la parte valiosa de un agregado de minerales y/o fundir, 
purificar o refinar metales a través de un conjunto de procesos físicos, químicos y/o físico-
químicos. Las etapas que comprende la concesión de beneficio son: preparación metálica 
(reduce de tamaño, clasifica y/o lava mineral); metalurgia (proceso por el que se concentra o 
extrae las sustancias valiosas de los minerales extraídos del yacimiento minero). 
Una vez evaluada la información presentada por el titular, la DGM emitirá una respuesta, en 
caso sea favorable emite una resolución en la que autorizará al titular el funcionamiento de la 
Planta de Beneficio. 
4. Autorización de inicio de Explotación 
Para la obtención de la autorización de inicio de explotación, según lo establecido en la 
Modificación del Reglamento de Procedimientos Mineros, el titular minero debe tener 
aprobado su plan de minado y autorización de actividades de desarrollo y preparación, esta 
etapa requiere que el titular minero presente a la DGM, lo siguiente79: 
- Resolución que aprueba el Instrumento ambiental respectivo, aprobado y consentido por la 
DGAAM. 
- Documento que acredite que el solicitante es propietario o que está autorizado por el(los) 
propietario(s) del 100% de las acciones y derechos del predio para utilizar el(los) terreno(s) 
                                                 
77 Ibídem, art. 66. 
 
78 D.S. N°014-92-EM, Ley General de Minería, El Peruano de 02 de junio de 1992, art. 17 y 18. 04 de junio de 
1992. 
 
79 D.S.  Nº 020-2012-EM, Modificación del Reglamento de Procedimientos Mineros, El Peruano del 06 de junio 
de 2012, art. 75. 
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superficial(es) donde se ubicaran todos los componentes del proyecto se realizará la 
actividad de exploración... 
- Autorización de la autoridad competente, en caso de que el proyecto a ejecutarse afecte 
carreteras u otro derecho de vida. 
Concluida la etapa de desarrollo y preparación, el titular minero dará aviso a la a la DGM para 
que programe una inspección a fin de comprobar que lo establecido en ella se ha efectuado en 
conformidad con el plan de minado aprobado. Asimismo, acompañará a su solicitud de 
inspección el monitoreo ambiental actualizado, efectuado por un laboratorio certificado, 
acreditado por INDECOPI. 
La diligencia de inspección deberá realizarse a los cuarenta y cinco (45) días calendario 
siguiente a la fecha en que fue solicitada. Si la inspección fue favorable, la DGM, previo 
informe técnico favorable del Ministerio de Energía y Minas, a través de la DGM, autorizará 
el inicio de la actividad de explotación. 
Podemos concluir este capítulo, tomando en consideración lo establecido en la Constitución de 
1993, podemos confirmar que el Estado Peruano, al representar a la nación, es el único 
soberano de los recursos naturales (renovables y no renovables), por lo tanto, es el único que 
puede otorgar el derecho de exploración y explotación de los mismos a terceros a través de la 
concesión minera. 
 Por otro lado, tenemos que para la aprobación del EIA, Concesión de Beneficio, el titular 
minero debe haber implementado antes y durante estos procesos los mecanismos de 
participación ciudadana presente en el derecho de participación ciudadana en el subsector 
minero. 
Este derecho de participación ciudadana, se encuentra presente durante toda la vida del 
proyecto minero. Es a través del cual, el titular minero establece el primer acercamiento con 
las comunidades; es el que va a determinar la relación  y participación de las comunidades 
durante la vigencia de la concesión, es decir, en su etapa de explotación, como  también en el 
proceso de cierre; a diferencia del derecho de Consulta Previa, el cual solo puede ser aplicado,  
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cuando las comunidades nativas u originarias o el Estado, considere que los derechos 
colectivos de estas comunidades van a verse afectadas por la concesión minera a desarrollar; 
los únicos que pueden iniciar el proceso de consulta es el Estado o las mismas comunidades, 
dejando de lado la participación del proceso al titular minero. 
Es por todo lo expuesto hasta el momento que, consideramos que la participación del titular 
minero es indispensable para la obtención de la Licencia Social, es por ello que, la 
participación ciudadana es la norma a través de la cual el titular minero va a obtener la licencia 
social en la primera etapa del proyecto y es a través de la misma que el titular minero durante 
la etapa de explotación va a mantener la licencia social.  
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Capítulo III 
Importancia de la Licencia Social en los Proyectos Mineros 
Peruanos 
 
El desarrollo de este capítulo se resume en la siguiente frase: “Para los titulares mineros es 
igual de importante mantener una buena relación con las comunidades de su alrededor como 
encontrar un yacimiento minero rentable”.  
1. Presencia de Licencia Social en los proyectos mineros 
Primero debemos entender que el Estado peruano no considera a la licencia social como un 
derecho80, tal como se expuso en el capítulo I, es decir no se encuentra desarrollada ni 
reconocida por su Constitución vigente (1993), leyes, decretos, resoluciones, tratados 
internacionales reconocidos y validados por el Estado peruano, resoluciones, etc.; con esto no 
queremos restarle importancia, a su obtención por parte de los titulares mineros, es por ello, 
que el Estado peruano, al reconocer el valor social que tiene este término, intentó, el año 2004 
a través del Proyecto Ley Nº 11532- 200481, regular el otorgamiento de la Licencia Social en 
las actividades extractivas. 
Este proyecto Ley No. 1153282 fue elaborado por el congresista Humberto Flores, dentro de 
las justificaciones que el congresista Flores utilizó para la redacción se encuentran: incluir el 
respeto por el medio ambiente y el entorno social por parte de las empresas extractivas de 
                                                 
80 El fin que tiene esta investigación no es ahondar en la definición de derecho fundamental, positivo, etc. Nos 
estamos basando en lo que se encuentra desarrollado y reconocido por las leyes peruanas, en la actualidad. 
 
81 Este proyecto no fue aprobado, lo incluimos en esta investigación porque consideramos relevante su mención, 
dado que se considera un antecedente por parte del Estado de tener intensiones de regular a la licencia social y 
transformarla en un derecho, lo cual entraría en contradictoria con las demás normas peruanas, que afirman que el 
único que puedo autorizar la viabilidad de un proyecto minero es el Estado. Al aprobar una norma como la que se 
va a desarrollar, estarían dándole ese derecho también a las comunidades, por lo tanto, ya no sería una decisión 
única del Estado, sino seria tanto del Estado como de las comunidades, lo cual resultaría perjudicial para los 
titulares mineros considerando la historia del Perú y como son vistos los proyectos mineros en el Perú. 
 
82 H. FLORES, Otorgamiento de la Licencia Social y ambiental para las actividades extractivas. Lima, 2004, pp 
1-10. 
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recursos naturales a través de mecanismos de diálogo; consideramos, que este proyecto ley, 
fue elaborado como respuesta por parte del Estado para parar la inestabilidad del país generada 
por los conflictos sociales entre los titulares mineros y las comunidades de su entorno. 
Como parte de esta investigación pasaremos a analizar los puntos que consideramos relevantes 
de este proyecto para esta investigación jurídica: 
- Se establece que uno de los mecanismos de concertación son las mesas de diálogo, pero 
como sabemos, estas mesas de diálogo ya forman parte de los mecanismos de participación 
ciudadana regulada por la R.M. N° 304-2008-MEM-DM. 
- El incumplimiento de los acuerdos pactados por parte de la empresa minera, es causal para 
cancelar el título o la autorización del respectivo proyecto. Consideramos que al menos se 
debería establecer los criterios mínimos necesarios para evaluar cuando un acuerdo puede 
ser considerado como incumplido, puesto que al no existir criterios generales caería en la 
figura de la subjetividad y por otro lado quien sería el encargado de decidir que acuerdos 
fueron incumplidos por parte del titular minero.  
- Las empresas deben incluir dentro de sus proyectos la viabilidad social de las comunidades 
aledañas a las mismas, solo imaginemos que un proyecto minero se ubica en una zona 
aislada, lo que quizás ocurra después de la llegada de la empresa es que aparezca un grupo 
asentamiento humano que, amparados por la Ley de Licencia Social, empezará a exigir 
beneficios a la empresa. Esta se verá en la necesidad de satisfacer sus requerimientos, bajo 
la pena de recibir alguna sanción legal. 
- Concluidas las negociaciones y recibidas las sugerencias se aprobarán los acuerdos por las 
tres cuartas partes de los asistentes a la asamblea comunal. Esto permitiría que dentro de las 
asambleas comunales se cometan irregularidades como: se realicen reuniones fantasmas o 
que asistan a las mismas, personas que después podrían ser acusadas de extraños por los 
miembros de la comunidad y desconocer por esto los acuerdos. Por otro lado, como vamos 
a poder encontrar en los casos a desarrollar en el subcapítulo 4 es lo que se viene haciendo 
sin necesidad que una ley lo regule. 
- Por último, consideramos que el fin de este proyecto ley es convertir a la licencia social en 
un acto jurídico (contrato) entre las empresas mineras y las comunidades vecinas, dicha 
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figura que pretendía construir este proyecto ley rompe por completo con la naturaleza 
dinámica de la licencia social, también con la potestad que el Estado posee, como 
representante de la Nación, para conceder el derecho de concesión minera. 
Por consiguiente, concordamos con lo establecido por el autor Lama, en lo expuesto en su 
tesis Master Europeo en Gerencia y Administración, al determinar que:  
El mencionado proyecto de ley es un absurdo, pues entiende la licencia social como un 
simple contrato y deja de lado la amplia implicancia que está tiene. La reduce a un 
mero acto legal y perpetúa una serie de mecanismos que se dan en la actualidad sin 
realizar ningún aporte nuevo. Además, pretender legislar sobre Licencia Social es 
legislar sobre la misma falta del Estado de Derecho. Es intentar traspasar a las 
empresas la obligación que tiene el Estado de satisfacer los requerimientos esenciales 
de la población, para lo cual el Estado recibe los impuestos que pagan todas las 
empresas. Se generaría además un precedente legal para que en el futuro se incremente 
la presión social sobre las empresas83 . 
Expuesto todo lo anterior, ¿Cómo es que los titulares mineros obtienen esta licencia social, si 
es que no hay una norma que regule su obtención? Para poder responder esta pregunta 
debemos entender el concepto de licencia social; es aquella aprobación “tacita” otorgada 
por los grupos de interés y las diferentes comunidades vecinas al proyecto minero a 
desarrollar, esta aprobación no se rige por ningún documento  ni se refleja en ninguna 
constancia; sino que se determina por el nivel de comunicación entre los titulares mineros y 
las comunidades, es por ello que consideramos que la licencia social, se basa en la presencia 
de 3 componentes fundamentales, los cuales son legitimidad, credibilidad y confianza 
plena, los cuales son consecuentes. Respondiendo a la pregunta, concluimos que los titulares 
mineros obtienen la licencia social, en la primera etapa de un proyecto minero, al aplicar 
adecuadamente el derecho de participación ciudadana, entonces se preguntaran ¿Por qué el 
derecho de participación ciudadana y no el de consulta previa?, para responder a esta pregunta 
                                                 
83 L. LAMA, La Paradoja de la Licencia Social. Tesis Master Europeo en Gerencia y Administración, PUCP, 
Lima, 2007, pp. 42-43 
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vamos a desarrollar qué tipo de relación tiene la licencia social con cada uno de estos 
derechos: participación ciudadana y consulta previa.  
1.1. Consulta Previa – Licencia Social  
La relación entre la consulta previa y licencia social es una relación limitativa, debido a que el 
fin que persiguen es distinto; el fin de la consulta previa es proteger los derechos colectivos de 
las comunidades nativas u originarias, el fin de la licencia social es establecer y mantener una 
buena relación entre las comunidades en general y los titulares mineros, basadas en el respeto 
mutuo y apoyo mutuo, buscando el bienestar de ambos grupos durante toda la vida de la 
concesión minera. Por lo que consideramos que los titulares mineros no pueden aplicar el 
derecho de consulta previa para la obtención de la licencia; a pesar que ambas se basan en los 
principios de buena fe, transparencia y respeto.  
A continuación, detallaremos algunas diferencias que corroboran la posición de esta 
investigación al considerar que el derecho de consulta previa no puede ser utilizado para la 
obtención de la licencia social en la primera etapa de los proyectos mineros, por parte de los 
titulares mineros: 
- El derecho de consulta previa nace de la ratificación del Estado peruano a lo establecido en 
el Convenio 169, pero su aplicación es muy restrictiva; porque sólo los pueblos indígenas u 
originarios son considerados los únicos que tienen el derecho a ser consultados, en caso se 
vean afectados sus derechos colectivos, esta consulta debe hacerse de forma previa; a 
diferencia del concepto de licencia social, cuya aplicación abarca a la población en general, 
dado que su fin se basa en establecer una relación continua entre los diferentes grupos de 
interés, los titulares mineros y el Estado a través de sus diferentes entidades estatales. 
- Como segundo punto, podemos determinar que la ley de consulta previa y su reglamento 
consideran a los siguientes actores involucrados en el proceso de consulta: Estado y los 
pueblos indígenas u originarios, dejando de lado a los titulares mineros y la población en 
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general; en cambio en el proceso de licencia social los actores son: las comunidades84, los 
titulares mineros y el Estado. 
- Como tercer punto, vemos que el ejercicio del derecho de consulta previa acaba luego de 
haber ejecutado el proceso de consulta, ya sea por parte del Estado o por parte de las 
comunidades nativas u originarias, en cambio la licencia social nunca acaba, dado que su 
presencia dura el tiempo que opere la mina, es decir no es exclusiva de la primera etapa, 
como si lo es la consulta previa. Como ya se explicó anteriormente, la licencia social se 
basa en una relación continua, dinámica.  
- Como cuarto punto podemos establecer que el ejercicio del derecho de consulta previa se 
da a través del cumplimiento de determinados pasos establecidos en su ley y ratificados en 
su reglamento; en cambio la licencia social no cuenta con determinados pasos a seguir, 
debido que depende de diferentes variantes como: las circunstancias del momento 
específico, la confianza que el titular minero brinde, la transparencia, el tema político del 
momento, el precio de los metales, etc. 
- Como quinto punto, podemos decir que el encargado de iniciar el proceso de consulta 
previa es el Estado o las comunidades, en cambio el encargado de iniciar el diálogo para la 
obtención de la licencia social es el titular minero, dado que es el interesado en 
establecerlo. 
- Como sexto punto podemos decir que la ley de consulta previa se creó para proteger los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, en cambio la licencia social 
tiene como fin establecer una buena relación con las comunidades de sus alrededores, y 
puedan beneficiarse todas las partes involucradas y puedan trabajar juntas. 
Como conclusión podemos decir que a pesar de que no tengan un fin en común, ambas 
persiguen lo mismo y es evitar que se generen los conflictos sociales.  
                                                 
84 Dentro de esta investigación, el concepto de comunidades, abarca tanto a las comunidades nativas u 
originarias, instituciones privadas o públicas de interés y cualquier persona natural o jurídica que considere sus 
derechos se van a ver afectados por las actividades de la concesión minera.   
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1.2. Participación ciudadana - Licencia Social  
Sí, existe relación entre participación ciudadana y licencia social, dado que, al aplicar este 
derecho en la primera etapa de un proyecto minero, el titular minero puede obtener su licencia 
Social. 
Para poder entender esta dinámica, realizaremos un resumen de lo expuesto respecto al 
derecho de participación ciudadana; este derecho se encuentra reconocido en la Constitución 
peruana de 1993, faculta a la población en general a participar en los asuntos públicos, 
posteriormente se trasladó este derecho en el ámbito de las normas ambientales con el fin que 
la población participe en temas ambientales que le son de su preocupación respecto a un 
proyecto minero determinado.  
¿Qué herramientas dentro de las normas de participación ciudadana el titular minero puede 
utilizar para obtener la licencia social? 
- Están los mecanismos de participación ciudadana, debido a que van ayudar al titular minero 
a iniciar el acercamiento con las comunidades de su entorno y a entender, conocer cómo es 
que las comunidades de su entorno miran a la minería, esto es posible dado que estos 
mecanismos son muy dinámicos y no solo se encuentran presentes en la primera etapa de 
un proyecto minero sino durante toda la vida de este, ayudando al titular minero a mantener 
“vigente la licencia social”.  
Pero, podríamos decir que la función de este derecho en el sector minero es solo para temas 
ambientales, lo cual es correcto hasta cierto punto, se entiende que la participación 
ciudadana dentro de la normativa del sector minero, se desarrolló en un principio solo para 
tocar temas ambientales en los talleres participativos que los titulares mineros deben 
implementar como requisito para la aprobación de su Estudio de Impacto Ambiental -EIA-; 
sin embargo, en la actualidad, las comunidades ya no solo consideran por separado temas 
ambientales y sociales, sino ahora el término que se utiliza es temas “socio-ambientales”, 
por esta evolución es que en los EIA ya no solo se desarrollan los impactos del proyecto 
minero en el ámbito ambiental sino también social, por ejemplo dentro del Estudio de 
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Impacto Ambiental del Proyecto “ Las Bambas”85, año 2010, en el punto 4.0 Delimitación 
del Área de Influencia; en el punto 4.4 Proceso del EIA y Participación Ciudadana el punto 
4.4.1 se refiere a Principales Preocupaciones en Temas Ambientales y el 4.4.2 se refiere a 
Principales Preocupaciones en temas Sociales.  
- El Plan de Relaciones Comunitarias, al estar especificado dentro de los EIA, lo que va 
hacer es ayudar al titular minero, por un lado, a establecer los parámetros de la relación: 
titular minero y comunidades, y por otro, mantener la participación de las comunidades 
activa en las diferentes etapas y así lograr que las comunidades se sientas involucradas, 
para que pueda mantener en vigencia su licencia social. 
Estas herramientas van ayudar al titular minero en un principio a dar inicio al acercamiento 
con las comunidades, conocerlas y establecer la mejor manera de mantener el diálogo, para así 
establecer el nivel que el titular minero desea lograr con la licencia social, como ya se 
desarrolló anteriormente, existen cuatro (4) niveles; el primer nivel es el que siempre se va a 
topar el titular minero al iniciar el acercamiento el cual es la RETENCIÓN, es decir el 
rechazo absoluto al proyecto por parte de las comunidades, por ejemplo tenemos el proyecto 
Conga en Cajamarca y Tía María en Arequipa; los otros niveles se van a reflejar más en la 
segunda etapa de los proyectos mineros, los cuales son: ACEPTACIÓN, se da cuando las 
comunidades y los grupos de interés consideran que la compañía minera obra con legitimidad, 
por lo tanto van a considerar sus propuestas; APROBACIÓN, cuando se encuentran presente 
en las relaciones la legitimidad y la credibilidad en igual porcentaje; y por último tenemos la 
COPROPIEDAD, cuando existe una confianza absoluta entre sus participantes, por lo tanto 
todos los involucrados se sienten copropietarios y tienen el mismo fin en común, podemos 
decir que es el ideal pero difícil de conseguir en la práctica, pero no imposible. 
Por todo lo expuesto podemos concluir: en primer lugar que ya ahora se habla de temas socio 
ambientales; debido que tanto lo social como lo ambiental es de importancia para todos los 
actores involucrados: Estado, población y titulares mineros, en este caso, vemos como en los 
                                                 
85 GOLDER ASSOCIATES, “Estudio de Impacto Ambiental Proyecto Minero LAS BAMBAS”, MEM 14 de 
mayo 2010.  
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EIA, que en un principio se crearon para regular los impactos ambientales, vemos que se 
detalla el impacto social que el proyecto va a causar y como es que el titular minero va a 
remediarlo;  en segundo lugar tenemos que estas herramientas son el vehículo que el titular 
minero necesita para poder iniciar y mantener una relación con las comunidades cercanas de 
su proyecto, como se ha visto a lo largo de esta investigación, los titulares mineros ya no solo 
se preocupan por cumplir con las normas establecidas, sino, en establecer una buena relación 
con las comunidades de su sector, siempre que estas tengan como base el respeto, la buena fe, 
transparencia y cumplir con lo pactado, para poder obtener y mantener “vigente” la tan 
deseada LICENCIA SOCIAL; y como último punto, el fin que persigue todas estas 
herramientas brindadas es establecer y mantener el diálogo para así obtener y mantener esta 
licencia social en un proyecto minero en el Perú. 
2. Presencia del Estado 
La presencia del Estado en el proceso de obtención de Licencia Social, es tan importante como 
la presencia del titular minero, como ya se ha mencionado anteriormente en esta investigación, 
para la obtención de la licencia social deben estar presentes y participar los tres (3) actores 
fundamentales: Estado, titular minero y comunidades. 
El problema está en que tenemos a un Estado ausente, en cuanto a su participación en la 
solución de conflictos, el Estado cree que, regulando estas situaciones, al implementar mayor 
normativa está colaborando en la reducción de conflictos sociales, sin embargo, en la práctica, 
se ve que generan mayores conflictos que beneficios, dado que las comunidades, quieren a un 
representante más activo que haga respetar sus derechos. Tenemos como ejemplo la ley de 
consulta previa; la cual se creó sin haber realizado una previa investigación respecto a cuantas 
comunidades naturas u originarias el Perú posee, es por ese motivo la ley en el 2011, su 
reglamento fue aprobado un año después, 2012, dado que el gobierno aprobada la ley, recién 
se ha encargado de determinar: el Ministerio a cargo y la lista de las comunidades nativas u 
originarias; lo cual se debió haber realizado con anterioridad al desarrollado de la ley. 
2.1. Promoción del diálogo por parte del Estado 
Consideramos que la solución no es una mayor regulación normativa sino incentivar el 
fortalecimiento de la relación entre los titulares mineros. 
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El Estado debe entender que las comunidades necesitan a un gobierno más involucrado, un 
Estado que vele por sus derechos, que haga respetar las normas vigentes, que colabore con los 
titulares mineros, que eduque a los titulares mineros como es que deben aproximarse a las 
comunidades. Al sentir esta ausencia es que la población ha venido no solo incrementando en 
número estos conflictos sociales, sino también en intensidad, es por eso que ahora se puede 
apreciar que no solo protestan contra los proyectos mineros, sino que vemos que estas 
protestas traen consigo oficiales heridos, pobladores y oficiales fenecidos, etc. 
Por eso la población se pregunta: ¿Qué es lo que está ocurriendo?, ¿Porqué con tantas normas 
que “resguardan a las comunidades y sus derechos”, hay mayores conflictos? 
Para poder responder estas interrogantes, primero debemos entender la coyuntura político – 
social del Perú, la cuál es la siguiente: la población en su mayoría es anti-minería, en especial 
en la sierra central del Perú, pero no es: anti-minería ilegal, anti–canon minero, anti-proyectos 
provenientes de la minería, entonces la pregunta que se debe hacer es: ¿Por qué están en 
contra de la minería? 
La respuesta está, por un lado, en la ausencia del Estado, la función del Estado no solo está en 
el desarrollo de normas, para resolver los problemas del Perú, sino, debe estar presente en su 
comunicación, desarrollo y ejecución de las mismas, en especial, en aquellas comunidades de 
la sierra central que viven alejadas y solo son consideradas en las campañas electorales. Lo 
que ha generado esta ausencia del Estado, es qué, las comunidades ven a los proyectos 
mineros como el proveedor de empleos, de desarrollo, de mejoras en el sector salud, 
educación, comunicación, transporte, etc.; todo eso no es responsabilidad de las mineras; sino, 
del Estado. La ausencia del Estado ha generado que los proyectos mineros son vistos como el 
Estado, per se. 
Por otro lado, las comunidades son manipuladas por aquellos partidos políticos, que lo que 
buscan con su discurso: “vida sí, mina no”, es manipular a la población con información falsa, 
respecto a los proyectos mineros, para luego ellos mismos sean los que negocien con las minas 
para poder llegar a acuerdos para el beneficio de la “población” que en realidad es para su 
propio beneficio; el cual es ser elegido como alcalde, regidor o ser reelecto. Les podemos dar 
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un buen ejemplo dado que conocemos el caso de Tintaya – Antapaccay muy bien, la provincia 
de Espinar hasta el momento no cuenta con un sistema de agua y desagüe, las calles de 
Espinar siguen sin asfaltar, todos nos preguntamos ¿por qué?, considerando que el alcalde 
aparte del dinero que recibe del canon, tiene destinado un porcentaje otorgado a través del 
Convenio Marco, de forma anual, no se encuentra sujeto a hacer evaluado por el SNIP, ¿por 
qué no se ha hecho nada para mejorar la calidad de vida de la población?. 
Esta investigación tiene una propuesta distinta, la cual es proponer una participación más 
activa del Estado en la primera etapa de los proyectos mineros y en la solución de conflictos.  
Esta participación debe tener como base, el fomentar el diálogo entre las partes involucradas, 
es decir titulares mineros y comunidades, que exija a sus instituciones públicas su presencia en 
los procesos, porque las comunidades lo que buscan es que el Estado, vele por sus intereses. 
Necesitamos un Estado más participativo, pero a la vez más duro cuando debe de serlo, a un 
Estado, que, a través de Él y sus instituciones, hagan respetar los derechos, tanto de las 
comunidades como de los titulares mineros, si el Estado peruano no empieza a ejercer sus 
funciones como tal, las empresas privadas ya no van a ver al Perú como un posible país de 
inversión, dado que para ellas no le seria atractivo invertir en un país en donde le va a generar 
mayor costo a ellas, que beneficios. 
Por otro lado, el Estado tiene que empezar a educar a las empresas que quieran invertir en el 
Perú, la importancia de entablar una relación con las comunidades de su proyecto, y que está 
comunicación tenga como base el respeto y la honestidad en sus acuerdos, para que puedan 
obtener sin ningún problema la licencia social y poder operar su proyecto. 
El Estado debe fomentar el diálogo, y la participación, dado que son la base para la obtención 
de la licencia social. Por otro lado El Estado debe ejercer la función de mediador entre las 
partes, para que las partes involucradas a través del diálogo, lleguen a acuerdos beneficiosos 
para ambos, si el Estado (en sus tres niveles) cumpliera este rol, sería otra la imagen que las 
comunidades y la población en general tendrían del Estado. 
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En el 2014 se desarrolló el Foro Internacional convocado por la Plataforma de Diálogo, 
Minería y Desarrollo Social respecto al mejoramiento del diálogo en Latinoamérica, en 
Santiago Chile, donde se concluyó que el diálogo es el elemento indispensable en el desarrollo 
de la minería, puesto que el diálogo permite a los titulares mineros: conocer y respetar los 
derechos de las comunidades, generar una minería más responsable, construir confianza, 
permite que se le otorgue al titular minero la licencia social y por último genera caminos y 
soluciones, para un desarrollo más sustentable y equitativo86. 
En lo establecido en el Foro Internacional determina a grandes rasgos el rol de los diferentes 
actores que forman parte de un buen proceso de diálogo en torno a la industria minera, y estos 
actores son87.  
                                                 
86 PLATAFORMA DE DIÁLOGO MINERÍA Y DESARROLLO SOSTENIBLE, Mecanismos de Participación y Consulta 
en Minería: Mejorando el Diálogo en Latinoamérica, Foro Internacional, Santiago, 2014, p. 4. 
 
87 PLATAFORMA DE DIÁLOGO MINERÍA Y DESARROLLO SOSTENIBLE, Mecanismos de Participación…, cit, p. 5 
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Cuadro Nro. 1 
 Fuente: Propia autoría  
El Estado peruano debe promover: el diálogo para la obtención de la licencia social y por ende 
la solución de conflictos, puesto que es a través del diálogo que se van a construir acuerdos 
entre las partes involucradas; y la correcta aplicación de los mecanismos de participación 
ciudadana en el sector minero para crear los accesos, para los consensos a partir de la 
inclusión de todos los participantes.  
Como ejemplo de lo desarrollado hasta el momento, vamos analizar los reportes mensuales, 
emitidos por la Defensoría del Pueblo del Perú, el fin de estos reportes es de “informar y 
advertir sobre los riesgos de no atender y conducir oportunamente el conflicto social (…). La 
Rol de los diferentes actores presentes en un proceso de diálogo 
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Defensoría del pueblo no resuelve los conflictos sociales: colabora, intermedia, incide, 
defiende”88. Tomando la información proporcionada por los reportes mensuales publicados 
por la Defensoría del Pueblo del Perú, vamos hacer un cuadro resumen, en el cual vamos a 
visualizar como es que año a año el número de conflictos sociales se han ido incrementando: 
Cuadro Nro. 2: 
Totalidad de Conflictos en el Perú, entre 2007 - 2016  
 
Año 
 
Mes 
Nº Conflictos 
Activos Latentes Total 
2007 Diciembre 26 52 78 
2008 Agosto 113 48 161 
2009 Noviembre 222 62 284 
2010 Noviembre 167 83 250 
2011 Noviembre 151 69 220 
2012 Diciembre 164 63 227 
2013 Diciembre 170 46 216 
2014 Diciembre 160 50 210 
2015 Diciembre 143 68 211 
2016 Setiembre 146 61 207 
Fuente: Datos tomados por los Reportes otorgados por la Defensoría del          
pueblo del Perú a través de su página web89. 
 
 
 
 
                                                 
88 DPP Reporte de Conflictos Sociales Nº 151, de setiembre de 2016, p. 2  
89 DPP Reporte de Conflictos Sociales Nº 151, de setiembre de 2016. Disponible en 
http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/conflictos/2016/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-N-
151-Septiembre-2016.pdf 
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Cuadro Nro. 3 
Totalidad de Conflictos en el Perú entre 2007 - 2016 
 
Fuente: Basado en lo establecido en la figura 190. Propia autoría. 
Como podemos apreciar, a partir del año 2009 hasta el mes de agosto del año 2016, el nivel 
total de conflictos no baja de 200, lo cual es un poco alarmante considerando que, en el 2007 
solo contábamos con 78 conflictos sociales. 
Lo rescatable es que a partir del 2009 también la cantidad total de conflictos sociales se ha ido 
reduciendo, lo cual demuestra que la participación de Estado y el fomento del dialogo a través 
de una adecuada implementación de los mecanismos de participación ciudadana, está 
funcionando de una forma muy positiva. 
 
 
                                                 
90 Datos tomados por los Reportes otorgados por la Defensoría del pueblo del Perú a través de su página web. 
Disponible en: http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/conflictos/2016/Reporte-Mensual-de-
Conflictos-Sociales-N-151-Septiembre-2016.pdf 
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Es por ello que concluimos que la solución está en, tener a un Estado más activo y fomentar el 
diálogo para la solución de los conflictos sociales.   
3. Importancia de la obtención de la licencia social 
Para poder comprobar que no solo es necesaria la obtención de las diversas autorizaciones 
otorgadas por el Estado, para que el titular minero pueda explotar un proyecto minero, sino 
que es necesaria la obtención de la licencia social, por parte de las comunidades vecinas a un 
proyecto minero, vamos analizar algunos casos de conflicto social, ocurridos en el Perú. 
3.1. Proyecto Tintaya – expansión Antapaccay  
Primero vamos hacer una pequeña reseña de la historia de este proyecto minero; este proyecto 
inicia sus operaciones en 1985 con la empresa Minera Tintaya S.A., para el desarrollo de la 
actividad minera, el Estado, según Resolución Directoral N.41/81/EM/DGM de fecha 26 de 
junio de 1981, decidió la expropiación de 2,368 hectáreas de tierras de propiedad de las 
Comunidades, como es el caso de la comunidad de Tintaya Marquiri, lo cual género como era 
de esperarse mucho malestar en las comunidades pero como en este momento la empresa era 
pública, pues no había mucho que hacer, posteriormente, se inicia la transferencia de las 
empresas públicas al sector privado, se le adjudico en el 1994 a la empresa Magma Cooper 
Company, en el año 1996 fue comprado por BHP, en el año 2001 por BHP Billiton, 2006 por 
Xstrata Cooper y en el 2013 por Glencore; cómo podemos ver  desde el año 1994 hasta el 
2013, esta mina paso por diferentes empresas privadas pero lo que podemos resaltar es que 
desde que paso al ambiente privado, cada compañía con sus diferentes políticas sociales ha 
intentado remediar por así decir estos pasivos sociales que se originaron con las 
expropiaciones, entablando diálogos con las diferentes comunidades de su sector para saber 
sus necesidades, preocupaciones, etc. Durante todo este tiempo en la mina Tintaya (ya en su 
etapa de explotación) se ha utilizado uno de los mecanismo de participación ciudadana, 
creando unas Mesas de Diálogo, en el año 1996 y la otra mesa de diálogo creada el 21 de junio 
del 2012, por parte del Estado, bajo el nombre “Mesa de Dialogo para la solución de los 
conflictos socio ambientales en la provincia de Espinar” la cual es la que nos importa porque 
se creó para resolver los problemas socio - ambientales respecto al proyecto “Expansión 
Antapaccay”, en esta mesa de diálogo participaron las diversas comunidades afectadas, el 
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Estado representado tanto por sus alcaldes provinciales, ministros, congresistas y el titular 
minero; se crearon 3 diferentes mesas en las cuales se trataban temas económicos, sociales y 
ambientales, este proceso duró aproximadamente un (1) año, en el cual habían reuniones 
semanales, mensuales, para tratar los problemas de forma conjunta entre los 3 actores 
importantes y llegar a acuerdos aceptados por todos reflejados en las actas firmadas después 
de cada sesión por los representantes autorizados. 
Luego de haber expuesto los antecedentes relevantes en este caso en particular vamos a 
establecer los puntos fundamentales respecto a la obtención de su licencia social: 
- El interés que la empresa minera ha demostrado durante todos los años de estar siempre 
dispuestos al diálogo, a través de sus políticas sociales, ayudó a que, a pesar de los 
conflictos ocurridos en el 2012, pueda la población reconsiderar su posición y aceptar 
entablar una mesa de trabajo. 
- Por otro lado, la participación del Estado fue fundamental, porque las comunidades en este 
tipo de conflictos quieren que el Estado se encuentre presente para velar con sus derechos e 
interés. 
- La instauración de la mesa de diálogo y su culminación exitosa es un precedente que con 
paciencia y determinación si se puede llegar a un acuerdo con las comunidades, dado que 
desde que culminó la mesa de diálogo en el 2013 hasta este año, no se ha vuelto a 
presenciar conflictos sociales en la provincia de Espinar. 
- La materialización de la licencia social en este caso en particular es a través de la 
ratificación Convenio Marco, a través del cual la Provincia de Espinar obtiene un fondo 
anual permanente para el desarrollo de la misma y el establecimiento de un Comité de 
Vigilancia Ambiental Comunal. 
3.2. Proyecto Las Bambas 
El proyecto Las Bambas se encuentra ubicado en provincias de Cotabambas y Grau, en el 
departamento de Apurímac, en el 2004, a finales de ese mismo año se firma un Convenio 
marco entre el proyecto y la comunidad de Fuerabamba, una de las comunidades de zona de 
influencia dado que la zona de explotación se encuentra en esa comunidad y de llegar a un 
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acuerdo el titular minero tendría que reubicar a toda la comunidad, ese  mismo  año se  crea un 
fondo fideicomiso para financiar, proyectos de inversión que contribuyan al desarrollo de la 
zona. A partir del 2005 cuando la empresa inicia el relacionamiento con el resto de 
comunidades de su zona de influencia se empiezan a generar los conflictos sociales, en un 
principio debido que entre las autoridades de las comunidades no se podían poner de acuerdo 
de quien debería dirigir el fideicomiso y en que debería ser  invertido el dinero, a fines de este 
año se crea la Mesa Minera y Desarrollo Regional de Apurímac (MMDR) y también el Comité 
de monitoreo Ambiental participativo para luego llamarse Centro de Monitoreo Ambiental, 
durante  todo el 2006  hubo reuniones de diferente tipo tanto en la provincia como en Lima 
para determinar los integrantes de la mesa directiva del fideicomiso, en temas de los 
proyectos, la creación de puestos de trabajo para los comuneros y quien debería administrar el 
dinero del fideicomiso , un punto importante que paso en el 2006, según lo establecido por G. 
Moreno91: 
 
La empresa minera Xstrata suscribe un acuerdo con la comunidad de Fuerabamba y el 
Ministerio de Energía y Minas, mediante el cual busca mejorar las relaciones, estos 
acuerdos responden a la demanda de los pobladores de esta comunidad por aspectos 
referidos al empleo, beneficios sociales, rotación de trabajo, fortalecimiento de 
capacidades, entre otros. 
 
Desde el 2007 hasta el 2008, siguen con reuniones para determinar el tema del fideicomiso, 
aporte y administración, a principios del 2009 se constituye legalmente el Fondo Social Las 
Bambas (FOSBAM) y desde esa fecha administra el aporte social del Proyecto Minero las 
Bambas, parecido al modelo de Convenio Marco entre la mina Tintaya- Antapaccay y la 
provincia de Espinar, en el 2010 la empresa Xstrata presenta su EIA a la población y sus 
representantes, en el 2011 se inicia el proceso de construcción y con ello trajo conflictos 
sociales, el más fuerte fue el 14 de mayo del 2011, el cual se inicia el paro indefinido porque 
los pobladores exigen a Xstrata la contratación de más personal local en la construcción, por lo 
                                                 
91 G. MORENO, “El caso las bambas”, en I. ORMACHEA et alii, Minería, Conflicto Social y diálogo, Pro 
Diálogo, lima, 2014, pp. 156-157 
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cual obliga a la empresa a paralizar las actividades del proyecto, posteriormente se juntan para 
establecer acuerdos para beneficio de ambas partes. 
Luego de haber expuesto los antecedentes relevantes en este caso en particular vamos a 
establecer los puntos fundamentales respecto a la obtención de su licencia social: 
- Durante los años 2004 al 2011, la empresa mantuvo el diálogo constantemente con los 
diferentes grupos de interés ya sea comunidades, ONG, representantes del Estado para 
resolver temas no solo ambientales sino también sociales, económicos, laborales, etc. 
- La participación del Estado a través de sus diferentes instituciones, ayudo el proceso de 
diálogo en todo este tiempo para que la empresa Xstrata obtenga y mantenga la licencia 
social durante la primera etapa,  
- En este caso en particular podemos decir, que se materializó la licencia social en los 
siguientes acuerdos: generación de oportunidades laborales y provisión de infraestructuras 
en educación, salud, agua y saneamiento, firma del Fondo Social Las Bambas, firma del 
acuerdo con la comunidad de Fuerabamba, la creación del fideicomiso. 
3.3. Caso La Granja 
Para poder entender la problemática socio ambiental sobre este proyecto, vamos a hablar a 
grandes rasgos de sus antecedentes, los cuales se basan en lo desarrollado por Iván 
Ormachea92, la Granja en un principio fue una empresa estatal, luego paso a Cambior Inc, el 
cual en el 2000 vendió sus derechos a la empresa australiana BHP Billiton. En el 2001 BHP 
decide cerrar el proyecto e iniciar un proceso de retorno de aquellas familias que fueron 
desplazadas entre 1994 y 1997. A través de la creación de la Fundación para el desarrollo 
Sostenible de la Cuenca Alta del Paltic (Fundación Paltic), BHP concluyó con el proceso en el 
2005, el Estado inició el proceso de recolocación del proyecto para su licitación, y ese mismo 
año en el distrito de Queracoto, el alcalde Aníbal Pérez, realizo una Asamblea abierta en la 
Granja para decidir si se aceptaba el retorno de la minería, al final se tomó una decisión a 
favor de ello, es por eso que a finales del 2006 se le entrega la concesión a  la empresa minera 
anglo australiana Río Tinto Western Holding. 
                                                 
92 I. ORMACHEA, “El Caso La Granja”, en I. ORMACHEA et alii, Minería, Conflicto Social y Diálogo, Pro 
Diálogo, lima, 2014, pp 165-219 
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El proyecto Rio Tinto – la Granja se ubica en el distrito de Queracoto, provincia de Chota, 
departamento de Cajamarca, durante los años 2007 y 2008 el proyecto la Granja presenta 
varias oposiciones por parte de la población cercana al proyecto, es en 2008 que se constituye 
la Asociación de Contratistas para el Desarrollo Empresarial y Estratégico de Queracoto 
(ASCDEEQ) y la Asociación de Empresarios y Proveedores Locales La Granja para proveer 
servicios locales al proyecto, y se crea el Fideicomiso La Granja, en el 2009 se transfiere los 
fondos del Fideicomiso al Fondo Social la Granja; en el 2010 se apertura formalmente una 
Mesa de Diálogo de Acuerdo Marco con las zonas 2 y 3, en los cuales participa el Estado, la 
Empresa y los representantes de las rondas de las zonas 2 y 3, esta Mesa de Dialogo, por lo 
que se tiene entendido esta mesa fue suspendida en el 2011 por parte de la comunidad pero no 
ha sido cerrada de forma formal, este proyecto por motivos ajenos a los temas sociales todavía 
sigue en la primera etapa (exploración), pero aun así sigue teniendo comunicaciones con las 
comunidades de su alrededor.  
Luego de haber expuesto los antecedentes relevantes en este caso en particular vamos a 
establecer los puntos fundamentales respecto a la obtención de su licencia social: 
- A pesar que este proyecto siga en la primera etapa (exploración), por motivos ajenos a 
temas sociales, no dejó de lado el tema social y no ha cortado comunicaciones con las 
comunidades de sus alrededores para seguir fortaleciendo la comunicación, confianza y así 
poder obtener y mantener la licencia social 
- El Estado estuvo presente en el desarrollo de la mesa de diálogo en la cual se tocaron 
problemáticas no solo en el ámbito ambiental sino también social, laboral, económico, etc. 
- En este caso en particular, este proyecto todavía no ha pasado a la segunda etapa 
(explotación) pero eso no ha limitado a la empresa a brindar su apoyo a las comunidades, 
por eso podemos encontrar materializada la licencia social en la creación del Fondo Social 
la Granja, en la creación de la Asociación de Contratistas para el Desarrollo Empresarial y 
Estratégico de Queracoto (ASCDEEQ) y la Asociación de Empresarios y Proveedores 
Locales, los cuales demuestran el interés de la empresa minera a comunicarse y apoyar a las 
comunidades de su zona de influencia. 
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3.4. Caso Constancia  
Respecto a los antecedentes de este caso se va a tomar lo establecido por Caravedo93 respecto 
al caso Constancia, Norsemont se hace cargo del proyecto a partir del 2005, en el 2006 las 
comunidades de Chilloroya y Uchucarco, en el 2008 se negocia un convenio entre Norsemont 
con las comunidades de Chilloroya y Uchucarco, durante ese año el proyecto Constancia 
presenta problemas con la comunidad de Uchucarco, los cuales llegan a un acuerdo de 
convenio en el 2009, en ese mismo año se instala la Mesa de Diálogo, en el 2010 fueron 
suspendidas las negociaciones de la Mesa de Diálogo por parte de la comunidad de 
Chilloroya, ese mismo año se retomaron las negociaciones y es el 20 de junio de 2010 se 
aprobó la suscripción del convenio y el contrato de explotación entre la empresa Norsemont y 
la comunidad de Chilloroya. 
Luego de haber expuesto los antecedentes relevantes en este caso en particular vamos a 
establecer los puntos fundamentales respecto a la obtención de su licencia social: 
- En este caso en particular la empresa minera tuvo que dialogar con dos comunidades de 
forma separada conformando convenios con ambas para poder obtener y mantener la 
licencia social. 
- La presencia del Estado, fue fundamental para poder continuar con el diálogo a través de 
todas sus instancias. 
- La materialización de la licencia social se da con la firma de los convenios con las 
comunidades de Chilloroya y Uchucarco.  
El fin que pretendemos al analizar estos casos es demostrar por un lado que la obtención de la 
licencia social por parte de los titulares mineros es a través del dialogo y que la presencia del 
Estado es importante para la solución de los mismos, porque como se puede apreciar el 
cambio de las comunidades de estar “a favor” a estar “ en contra”, es muy subjetivo, por lo 
que no solo bastan con los acuerdos establecidos tanto en el Estudio de Impacto Ambiental, 
sino que esta relación empresas mineras y comunidades es una relación constante, con un 
                                                 
93 J. CARAVEDO, “El Caso Constancia”, en I. ORMACHEA et alii, Minería, Conflicto Social y Diálogo, Pro 
Diálogo, lima, 2014, pp 279- 317  
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diálogo constante, entre ambos y que el Estado a través de sus instituciones debe monitorear 
este diálogo, para evitar los famosos conflictos sociales.  
Se puede demostrar a través de estos casos que, la adecuada aplicación de los mecanismos de 
participación ciudadana es clave para la obtención de la licencia social, como vemos, es un 
trabajo arduo, constante, que va a demandar tiempo y dinero pero si se hace de una forma 
correcta, tanto  Estado, comunidades y titulares mineros, van a salir beneficiados, si no se hace 
de una forma consciente, van a generarse los famosos conflictos sociales, los cuales para 
solucionarlos, se va a necesitar más que un taller participativo o una visita guiada, sino se va a 
necesitar de una mesa de diálogo que  como se vio en el caso de Antapaccay, duro más de un 
año, para que el proyecto siga su curso y pueda empezar a operar. Pero de que se puede 
obtener y mantener la licencia social, vemos que, si es posible, pero no es de la noche a la 
mañana, sino que necesita de tiempo y dedicación, tanto por parte del Estado como de los 
titulares mineros, sin el Estado, su obtención no sería posible porque necesitamos al mediador 
para que las normas se respeten por ambas partes. 
Por último, lo que pretendemos demostrar es: que la licencia social es un concepto actual e 
importante para asegurar la aceptabilidad y continuidad de los proyectos mineros en el Perú, 
es el Estado el que debe incentivar y promover el dialogo constante entre los titulares mineros 
y las comunidades afectadas es de suma importancia y comprobar que la normativa actual es 
suficiente para la solución de los problemas sociales entre empresas mineras y las 
comunidades que forman parte de un área de influencia. 
4. Materialización de la licencia social en los proyectos mineros 
Como hemos visto, las herramientas brindadas por las normas de participación ciudadana 
dentro del sector minero son: “el vehículo para la obtención de la licencia social”.  
Si la participación ciudadana es el vehículo, entonces ¿cómo es que se materializa la licencia 
social en los proyectos mineros? 
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Consideramos que se puede materializar a través de la Responsabilidad Social Empresarial94 –
en adelante RSE.. 
4.1. Responsabilidad Social Empresaria 
Dado que no existe una definición exacta vamos a tomar la definición establecida en las 
normas ISO 2600095, la cual establece que es:  
La responsabilidad de una organización ante los impactos que sus decisiones y 
actividades ocasionan en la sociedad y el medio ambiente, mediante un 
comportamiento ético y transparente que:  
- Contribuye al desarrollo sostenible, incluyendo salud y bienestar de la sociedad 
- Tome en consideración las expectativas de sus partes interesadas… 
Como podemos apreciar el fin que persigue la responsabilidad social es el desarrollo 
sostenible de la sociedad en la cual sus actividades van a impactar, entiéndase al desarrollo 
sostenible como: “Desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la 
capacidad de las generaciones futuras”96, es decir  que las empresas, en este caso mineras, que 
cuentan con políticas de RSE, a través de los mecanismos de participación ciudadana van a 
entablar relaciones con los comunidades para saber sus necesidades y elaborar juntos 
proyectos que permitan el desarrollo sostenible de la comunidad para que puedan valerse por 
sí mismas cuando la mina ya no se encuentre presente y todo esto va ayudar a la empresa 
minera a mantener su licencia social.  
  
                                                 
94 Cabe resaltar que no se va a realizar un análisis de este concepto de forma exhaustiva, puesto que la 
materialización de la licencia social a través de RSE se va a ver reflejada en la segunda etapa de un proyecto 
minero es decir, en la explotación y esta investigación solo esta avocada a la etapa I, consideramos esta relación, 
dado que a través de ella se puede entender mejor las herramientas que el titular minero puede utilizar al inicio, 
durante y fin de su proyecto minero para mantener vigente su licencia social. Dicho todo esto vamos a desarrollar 
a grandes rasgos el fin de la Responsabilidad Social Empresarial – RSE- 
 
95 ISO 26OOO, Guía de Responsabilidad Social, 2010, capitulo 2, punto 2.18. Consultada: 16 de agosto 2016 
https://www.iso.org/obp/ui#iso:std:iso:26000:ed-1:v1:es 
 
96 Ibídem, punto 2.23. Consultada: 16 de agosto 2016 
https://www.iso.org/obp/ui#iso:std:iso:26000:ed-1:v1:es 
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CONCLUSIONES 
  
1. Se concluye que la licencia social no es considerada como derecho en la normatividad 
peruana, pero su presencia en los proyectos mineros, es importante para asegurar la 
aceptabilidad y continuidad de estos en el Perú. Es por ello, que definimos a la licencia 
social como aquella aprobación “tacita¨ por parte de las comunidades del entorno a un 
proyecto minero. 
 
2. La obtención de la licencia social por parte de los titulares mineros se da a través de la 
aplicación adecuada del derecho de participación ciudadana, el cual tiene como uno de sus 
principios, el respeto por la diversidad cultural y el diálogo entre sus actores: Estado, 
titular minero y las comunidades97 afectadas por el proyecto. 
 
3. Comprobamos a través de los casos expuestos qué, los titulares mineros no solo requieren 
de las autorizaciones otorgadas por el Estado peruano, para que su proyecto minero pueda 
operar, sino necesitan, además, obtener la licencia social de las comunidades vecinas al 
proyecto, dado que sin ella pueda que el proyecto no continúe con la etapa de explotación. 
 
4. Por otro lado, queremos corroborar que la presencia del Estado, para la obtención de la 
licencia social y la solución de conflictos es fundamental, dado que las comunidades 
desean sentirse respaldadas en todo momento, esta participación como se ha comprobado 
no se debe dar en la elaboración de más normativa sino en la participación activa y en 
fomentar el diálogo constante entre los titulares mineros y las comunidades.  
 
5.  Podemos concluir que la licencia social se materializa a través de la Responsabilidad 
Social Empresarial, a través de las actas, acuerdos o convenios marcos que se desarrollen 
entre las comunidades vecinas y los titulares mineros. 
                                                 
97 Entiéndase como comunidades, a todos grupos de interés, es decir a la población en general. 
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FORMATO DE DISEÑO DE PLAN TESIS 
 
 
1. INFORMACIÓN GENERAL 
FACULTAD DE DERECHO  
LÍNEA DE INVESTIGACIÓN: Derecho Minero, Derecho Ambiental, temas sociales 
NOMBRE DEL GRADUANDO: María Pía Espinoza Medina 
CIUDAD Y FECHA: Arequipa, octubre 
2016 
  
  
1. TÍTULO DE TESIS  
Importancia de la Licencia Social en los proyectos mineros en el Perú. 
2. PLANTEAMIENTO DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN Y SU DELIMITACIÓN 
Dado que, en el Perú, a lo largo de su historia ha presentado conflictos sociales en las concesiones 
mineras; pero es a partir del año 2000 hasta la fecha, que se ha visto un incremento de estos 
conflictos sociales entre las comunidades y los titulares mineros y la aparición del término licencia 
social. Dado estos acontecimientos es que hemos visto necesario ahondar en el tema, dado que 
existen muchas interrogantes y dudas respecto al papel de la licencia social en las concesiones 
mineras. 
Esta investigación se centra en la primera etapa de un proyecto minero, por lo que los derechos a 
analizar son: participación ciudadana, consulta previa. También se va analizar las autorizaciones y 
licencias otorgadas por el Estado al titular minero, en esta primera etapa. 
Todo lo referente a la segunda etapa de un proyecto minero no van hacer objeto de análisis de esta 
investigación, dado que se refiere a la explotación en sí. 
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3. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
¿Es importante la obtención de la licencia social en las concesiones mineras en el Perú? 
Dada la naturaleza, importancia y características propias del tema a investigar, lo que se pretende 
aclarar es dos puntos importantes, por un lado, determinar si la licencia social tiene o no una 
naturaleza jurídica, a través del análisis de las normas peruanas y los derechos de participación 
ciudadana y consulta previa. 
Por otro lado, se pretende determinar si el otorgamiento de esta licencia social tiene algún efecto 
vinculante respecto al inicio de explotación de un proyecto minero. 
4. JUSTIFICACIÓN  
La inestabilidad generada por los continuos conflictos entre los diversos actores, es decir el 
Estado, las empresas mineras y las comunidades, es que nos lleva a pensar y determinar que no 
solo es necesario la aprobación del Estado para que los proyectos mineros puedan operar.  
El Estado ha pretendido regular este proceso mediante diversas disposiciones, sin embargo, es 
probable que la solución no sea una mayor regulación normativa sino incentivar el fortalecimiento 
de la relación entre empresa privada y comunidades. 
4. OBJETIVOS GENERAL Y ESPECÍFICOS  
4.1. Objetivo general 
Comprobar que no solo es necesaria la obtención de las diversas autorizaciones, otorgadas por el 
Estado, para que el titular minero pueda explotar un proyecto minero, sino que es necesaria el 
otorgamiento de la licencia social por parte de las comunidades vecinas a un proyecto minero. 
4.2. Objetivo Específico 
Definir si la licencia social tiene naturaleza jurídica o no 
Definir si existe algún tipo de vinculación entre el concepto de licencia social y los derechos de 
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participación ciudadana y consulta previa, dentro del marco normativo del Perú. 
Comprobar a través del análisis de casos concretos si la implementación de la normativa actual es 
suficiente para la solución de los problemas sociales entre empresas mineras y las comunidades 
que forman parte de un área de influencia. 
5. HIPÓTESIS (esta parte es opcional) 
Demostrar que la licencia social es un concepto actual e importante para asegurar la aceptabilidad 
y continuidad de los proyectos mineros en el Perú, y que el papel del Estado es fundamental para 
incentivar y promover el diálogo permanente entre los titulares mineros y las comunidades 
afectadas 
6. METODOLOGÍA JURÍDICA 
El método de investigación jurídica a utilizarse en el presente trabajo de investigación sería el 
modelo jurídico exploratorio, el cual pretende abrir el camino para investigaciones posteriores más 
profundas, este método trata de dar pasos preliminares frente a un problema jurídico, resaltando 
sus principales facetas: 
7. ESQUEMA, ÍNDICE O ITINERARIO TENTATIVO 
ÍNDICE 
ACRÓNIMOS Y ABREVIATURAS 
Capítulo I - Principales Mecanismos Sociales presentes en la primera Etapa de un proyecto minero 
Subcapítulo 1. Mecanismos sociales regulados por la Legislación peruana 
1. Participación Ciudadana 
1.1. Derechos y Principios 
1.2. Beneficios de la buena implementación de la Participación Ciudadana 
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1.3. Actores que participan en el proceso de Participación Ciudadana 
1.3.1. Estado 
1.3.2. Titular Minero 
1.3.3. Sociedad Civil 
1.4. Planificación y Gestión de la Participación Ciudadana 
1.4.1. Planificación 
1.4.2. Gestión 
1.4.2.1. Protocolo de Relacionamiento 
1.4.2.2. Plan de Participación Ciudadana 
1.4.2.3. Planes de Relacionamiento con las Comunidades 
1.4.2.3.1. Plan de Relaciones Comunitarias 
1.5. Mecanismos de Participación Ciudadana 
1.5.1. Mecanismos Obligatorios 
1.5.1.1. Acceso a los resúmenes ejecutivos y al contenido de los estudios ambientales 
1.5.1.2. Publicidad de avisos de participación ciudadana en medios escritos, radiales 
1.5.1.3. Talleres participativos 
1.5.1.4. Audiencia pública 
1.5.2. Mecanismos Complementarios 
1.5.2.1. Visitas guiaras al área o instalaciones del proyecto 
1.5.2.2. Interacción con la población involucrada a través de equipo de facilitadores 
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1.5.2.3. Presentación de aportes, comentarios u observaciones ante la autoridad competente 
1.5.2.4. Mesa de diálogo 
2. Ley de Consulta Previa 
2.1. Antecedentes 
2.2. Principios 
2.2.2. Interculturalidad 
2.2.3. Buena fe 
2.2.4. Flexibilidad 
2.2.5. Plazo razonable 
2.2.6. Ausencia de coacción o condicionamiento 
2.2.7. Información oportuna 
2.3. Sujetos 
2.4. Etapas del Proceso de Consulta 
Subcapítulo 2. Mecanismos sociales no regulados por la legislación peruana 
1. Licencia Social 
1.1. Definición y Características 
1.2. Componentes 
1.3. Fases de obtención de la Licencia Social 
1.3.1. Nivel de retención o retirada 
1.3.2. Nivel de aceptación 
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1.3.3. Nivel de Aprobación 
1.3.4. Nivel de Copropiedad 
Capítulo II - derechos y autorizaciones requeridas por el estado en la Primera Etapa de un 
proyecto MINERO  
Subcapítulo 1. Concesión Minera 
1. Propiedad de los recursos naturales 
2. Propiedad - territorio 
Subcapítulo 2. Estudio de Impacto Ambiental (EIA)  
1. Definición 
2. Contenido de los EIA 
3. Difusión y Participación 
4. El Rol de la participación ciudadana en los EIA’s 
5. Carácter Público de la información 
Subcapítulo 3. Concesión de Beneficio 
Subcapítulo 4. Autorización de inicio de Explotación 
Capítulo III - Importancia de la Licencia Social en los Proyectos Mineros  
Subcapítulo 1. Presencia de la Licencia Social en los Proyectos Mineros 
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Subcapítulo 2. Importancia de la presencia del Estado 
1. Proyecto de ley que regula el otorgamiento de la Licencia Social y ambiental para las 
actividades extractivas (Nº 11532- 2004)  
2. Promoción del diálogo por parte del Estado 
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8. PLANIFICACIÓN TEMPORAL 
Contendrá el tiempo en el cual se realizará la investigación, reflejado en un cronograma conforme 
al esquema siguiente: 
TIEMPO MAR 
2016 
ABR 
2016 
MAY 
2016 
JUN 
2016 
JUL 
2016 
AGO 
2016 
SET 
2016 
OCT 
2016 
NOV 
2016 
DEC 
2016 
ACTIVIDADES      
Discusión del plan de 
investigación con el asesor de 
Tesis y aprobación del plan 
          
Recolección de información           
Análisis de información           
Redacción de la tesis           
Sustentación           
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